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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

Básicamente las novedades normativas de mayo a octubre de 2018 son de rango reglamentario, exceptuando la Ley estatal que modifica la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de desahucios, la Ley de vivienda de las Islas Baleares, la Ley de Puertos del País Vasco y la Ley de accesibilidad universal de la Comunidad Foral de Navarra. El resto de leyes autonómicas regulan otros sectores y sólo incidentalmente tienen referencias urbanísticas, como las leyes reguladoras del turismo o las de transparencia, igualdad y protección contra la violencia de género.

En el ámbito reglamentario, además de comentar el Plan Estatal de Vivienda (aunque por fechas correspondería al informe de mayo de 2018), nos referimos a normas autonómicas reguladoras de la accesibilidad universal, de la inspección técnica de edificios, vivienda, o las actividades extraordinarias y ocasionales, etc…

1. ESTADO.

- Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021. (BOE núm. 61, de 10 de marzo de 2018)

Si lo comparamos con el anterior Plan Estatal de vivienda para el periodo 2013-2016, que fue objeto de prórroga, se observa el mantenimiento de los programas de ayuda al alquiler de vivienda, de fomento del parque público de vivienda de alquiler, pero incluye varias novedades.

El antiguo Programa de fomento de la rehabilitación edificatoria se desglosa ahora en los programas de fomento de mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas y de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas. Igualmente, el antiguo Programa de fomento de la regeneración y renovación urbanas se amplia para incluir también el ámbito rural con el Programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural.

Desaparece como tal el Programa de apoyo a la implantación del informe de evaluación de los edificios, aunque las actuaciones subvencionables pueden recogerse en los mencionados anteriormente como sustitutos del de fomento a la rehabilitación edificatoria.

Desaparece, igualmente, el Programa para el fomento de ciudades sostenibles y competitivas.

Por el contrario se crean como novedosos los programas de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual, el de ayuda a los jóvenes y el de fomento de viviendas para personas mayores y personas con discapacidad.

Según este R. D. son actuaciones subvencionables aquellas que se enmarquen en alguno de los ocho programas previstos (ninguno de los cuales fomento la compra de vivienda), siempre que cumplan los requisitos que se exigen para cada uno de ellos y dentro de las disponibilidades presupuestarias existentes.

1. Programa de ayuda al alquiler de vivienda.

Este programa tiene por objeto facilitar el disfrute de una vivienda en régimen de alquiler a sectores de población con escasos medios económicos, mediante el otorgamiento de ayudas directas a los inquilinos.

Los beneficiarios pueden ser personas físicas mayores de edad que reúnan todos y cada uno de los requisitos siguientes: ser arrendatario de un contrato de arrendamiento de vivienda formalizado en los términos de la Ley 29/1994; que la vivienda arrendada constituya la residencia habitual y permanente del arrendatario; que los ingresos de las personas que tengan su domicilio habitual y permanente en la vivienda arrendada, consten o no como titulares del contrato de arrendamiento sean iguales o inferiores a tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) o al límite máximo de ingresos de la unidad de convivencia previsto en el art. 17; y que la vivienda objeto del contrato de arrendamiento lo sea por una renta igual o inferior a 600 euros mensuales.

No pueden ser beneficiarios los propietarios o usufructuarios de alguna vivienda en España. Tampoco los arrendatarios o cualesquiera de los que tengan su domicilio habitual y permanente en la vivienda arrendada tenga parentesco en primer o segundo grado de consanguinidad o de afinidad con el arrendador de la vivienda, ni sean socios o partícipes de la persona física o jurídica que actúe como arrendador.

La ayuda al alquiler se destinará obligatoriamente al pago de la renta de la vivienda habitual sin posibilidad de compatibilizar con percepciones de la Renta Básica de Emancipación, ni con ninguna otra ayuda para el pago del alquiler de este Plan, ni con las que, para esa misma finalidad, puedan conceder las CC. AA., Ciudades autónomas o entes locales. Esta ayuda tiene un plazo de 3 años.

La cuantía de la ayuda será de un máximo del 40 % de la renta mensual (50% en caso de que el beneficiario sea mayor de 65 años) que deban satisfacer por el alquiler de su vivienda habitual y permanente, abonándose de forma periódica por los órganos competentes de las CC. AA.

2. Programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual

Este programa ofrece vivienda a las personas en situación de especial vulnerabilidad afectadas por procesos de desahucio de su vivienda habitual, fruto del lanzamiento derivado de ejecución hipotecaria o de demanda de desahucio por impago de la renta del alquiler si no dispone de medios económicos para acceder al disfrute de una nueva vivienda. También sirve este programa para lanzamientos derivados de ejecución no hipotecaria cuando no puedan o no vayan a poder disponer de la que ha sido su vivienda habitual y no dispongan de medios económicos para acceder al disfrute de una nueva vivienda.

Este programa, fruto de colaboración público-privada, se articula con la constitución por las entidades de crédito como propietarias de viviendas disponibles de fondos de viviendas para alquiler social, a los que podrán adherirse voluntariamente viviendas de otros propietarios.

A tal efecto, está previsto un convenio marco entre las entidades de crédito y el Ministerio de Fomento en el que se adscriban a este programa as viviendas de su propiedad desocupadas y disponibles, para la puesta a disposición de quienes sean objeto de lanzamiento o desahucio de su vivienda habitual y se encuentren en situación de especial vulnerabilidad. 

En desarrollo de este convenio marco y respetando su contenido, las entidades de crédito podrán suscribir convenios específicos con las CC. AA., que concreten las condiciones y la colaboración con estas Administraciones. Su contenido mínimo incluirá el compromiso de puesta a disposición del fondo de viviendas entre las entidades de crédito y la C. A. conforme a la relación jurídica que se determine, las características del alquiler asequible para los beneficiarios del programa con determinación expresa de la renta o intervalo de renta del alquiler, y la propia comisión de seguimiento.

Las entidades de crédito aportarán la identificación de la vivienda, informando de sus características básicas. La renta no podrá ser superior a 400 € al mes y se acordará en función de datos objetivos, tales como superficie y número de habitaciones, antigüedad o ubicación. Las viviendas tienen que ser viviendas en propiedad de las entidades de crédito, directamente, o a través de sociedades participadas por ellas, o aportadas a una fundación creada para finalidad compatible; y hallarse en condiciones de habitabilidad para su uso inmediato o, en su defecto, hallarse en condiciones de fácil adecuación para que reúnan los requisitos de habitabilidad..

Pueden ser beneficiarios de este programa, según las disponibilidades presupuestarias, las personas físicas mayores de edad que hayan sido o vayan a ser objeto de lanzamiento o desahucio de su vivienda habitual y permanente y se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad que les impida acceder por sus propios medios a otra vivienda, que hayan sido o vayan a ser objeto de lanzamiento por ejecución hipotecaria o no hipotecaria.

La situación de especial vulnerabilidad de los beneficiarios debe ser acreditada por informe de los servicios sociales correspondientes (autonómicos, locales o de entidades del tercer sector), que a tal fin tendrán en cuenta, entre otros, los ingresos de la unidad de convivencia. 

3. Programa de fomento del parque de vivienda en alquiler

Este programa tienen como objeto el fomento del parque de vivienda en alquiler o cedida en uso, ya sea de titularidad pública o privada.

La viviendas que pueden obtener financiación con cargo a este programa son las promociones de viviendas de nueva construcción o procedentes de la rehabilitación de edificios que se vayan a ceder en uso o destinar al arrendamiento durante un plazo mínimo de 25 años, en ambos casos. Se incluyen, igualmente, las viviendas o promociones de viviendas con obras en curso paralizadas que se reanuden hasta su completa finalización, siempre y cuando se vayan a ceda el uso o se destinen a arrendamiento durante 25 años. Este requisito deberá constar como nota marginal en el Registro de la Propiedad.

En todos estos casos, las viviendas que se acojan a estas ayudas tendrán una calificación energética mínima B.

Son beneficiarios de las ayudas de este programa las personas físicas mayores de edad, las AA. PP.; los organismos públicos y demás entidades de derecho público y privado, así como las empresas públicas, privadas, público-privadas y sociedades mercantiles participadas mayoritariamente por las Administraciones Públicas y las fundaciones, las empresas de economía social y sus asociaciones, cooperativas de autoconstrucción, las ONGs y las asociaciones declaradas de utilidad pública, y aquéllas a las que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local.

La ayuda puede consistir en un subvención (compatible con cualquiera otra subvención concedida por otras Administraciones para el mismo objeto, pero no con las subvenciones que para la promoción o rehabilitación de viviendas de este R. D.) mediante dos modalidades:

a) Una ayuda directa, proporcional a la superficie útil de cada vivienda, de hasta un máximo de 350 €/m2 de superficie útil de vivienda, sin que supere el 50 % de la inversión de la actuación, con un límite máximo de 36.750 €/viv.

b) Una ayuda directa, proporcional a la superficie útil de cada vivienda, de hasta un máximo de 300 €/m2 de superficie útil de vivienda, sin que supere el 40 % de la inversión de la actuación, con un límite máximo de 31.500 €/viv.

A efectos del cálculo, la inversión estará constituida por todos los gastos inherentes a la promoción de que se trate (coste del suelo, de la edificación, los gastos generales, de los informes preceptivos, el beneficio industrial y cualquiera otro necesario, siempre y cuando todos ellos consten debidamente acreditados), excepto impuestos, tasas y tributos. 

El abono de la subvención puede realizarse mediante pagos a cuenta o anticipados, siempre que se acredite estar en posición documento administrativo acreditativo de la cesión o la concesión administrativa del suelo, o, en su caso, escritura pública de constitución del derecho de superficie o de titularidad del suelo, o, en su caso, de titularidad del edificio a rehabilitar; la licencia municipal de obra y el certificado de inicio de obra.

El plazo máximo para la ejecución de las actuaciones será de 30 meses desde la fecha de concesión de la ayuda, que podrá extenderse a 36 meses cuando se trate de promociones de más de 50 viviendas. Si se trata de actuaciones de rehabilitación o reanudación los plazos serán de 24 meses y 30 meses, respectivamente, sin perjuicio de prórrogas por las razones que prevé el decreto.

4. Programa de fomento de la mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas

Este programa, tanto en ámbito urbano como rural, financia las obras de mejora de la eficiencia energética y la sostenibilidad, atendiendo específicamente a la envolvente edificatoria en edificios de tipología residencial colectiva, incluyendo sus viviendas, y en las viviendas unifamiliares.

Pueden ser beneficiarios de las ayudas de este programa los propietarios de viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila y de edificios existentes de tipología residencial de vivienda colectiva, así como de sus viviendas, bien sean personas físicas o bien tengan personalidad jurídica de naturaleza privada o pública; las comunidades de propietarios; los propietarios de forma agrupada; las sociedades cooperativas; las empresas constructoras, arrendatarias o concesionarias de los edificios; las empresas de servicios energéticos. Para poder ser beneficiarias, estas empresas deberán actuar en función de contrato con la propiedad y llevar a cabo las inversiones en las actuaciones establecidas en este programa, debiendo acreditar su intervención como empresa de servicios energéticos y la inversión realizada.

Los beneficiarios tienen la obligación de destinar el importe íntegro de la ayuda al pago de las correspondientes actuaciones. Si el propietario de la vivienda y el arrendatario acuerdan que este último costee a su cargo las actuaciones de rehabilitación que correspondan, a cambio del pago de la renta, el arrendatario podrá solicitar de la comunidad de propietarios o, en su caso, del propietario único, la adopción del correspondiente acuerdo que se requiere para solicitar estas ayudas. En este supuesto el arrendatario podrá tener la consideración de beneficiario.

Las ayudas de este programa son compatibles con las del programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas. 

Las viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila para las que se solicite la financiación de este programa deben estar finalizadas antes de 1996, constituir el domicilio habitual y permanente de sus propietarios o arrendatarios en el momento de solicitar la ayuda de este programa. Debe aportarse un informe técnico con fecha anterior a la solicitud de la ayuda que acredite la necesidad de la actuación, así como proyecto de las actuaciones a realizar, justificando su adecuación al CTE.

Los edificios de viviendas de tipología residencial colectiva deben, también, estar finalizados antes de 1996, que tenga uso residencial de vivienda al menos el 70 % de su superficie construida sobre rasante, excluida la planta baja o plantas inferiores si tiene o tienen otros usos compatibles;  que al menos el 50 % de las viviendas constituyan el domicilio habitual de sus propietarios o arrendatarios en el momento de solicitar acogerse al programa y que las actuaciones cuenten con el acuerdo de la comunidad o comunidades de propietarios de que se trate, debidamente agrupadas, salvo en los casos de edificios de propietario único, y con la autorización o autorizaciones administrativas correspondientes, cuando sea preceptivo. Como en el caso anterior, debe aportarse un informe técnico con fecha anterior a la solicitud de la ayuda que acredite la necesidad de la actuación, así como proyecto de las actuaciones a realizar, justificando su adecuación al CTE

A la hora de indicar las actuaciones subvencionables el decreto distingue según se trate de viviendas unifamiliares o colectiva. Básicamente, son actuaciones subvencionables:

- La mejora de la envolvente térmica del edificio para reducir su demanda energética de calefacción o refrigeración, mediante actuaciones de mejora de su aislamiento térmico, la sustitución de carpinterías y acristalamientos de los huecos, u otras, incluyendo la instalación de dispositivos bioclimáticos y de sombreamiento.

- La instalación de sistemas de calefacción, refrigeración, producción de agua caliente sanitaria y ventilación para el acondicionamiento térmico, o el incremento de la eficiencia energética de los ya existentes.

- La instalación de equipos de generación o que permitan la utilización de energías renovables como la energía solar fotovoltaica, biomasa o geotermia que reduzcan el consumo de energía convencional térmica o eléctrica de la vivienda. 

- Las que mejoren el cumplimiento de los parámetros establecidos en el CTE en materia de protección contra el ruido y de salubridad..

- La mejora de la eficiencia energética de las instalaciones comunes de ascensores e iluminación, la mejora de las instalaciones de suministro e instalación de mecanismos que favorezcan el ahorro de agua, la mejora o acondicionamiento de instalaciones para la adecuada recogida y separación de los residuos domésticos en el interior de los domicilios y en los espacios comunes de las edificaciones.

- El acondicionamiento de los espacios privativos de la parcela para mejorar la permeabilidad del suelo, adaptar la jardinería a especies de bajo consumo hídrico, optimizar los sistemas de riego y otras actuaciones bioclimáticas.

- Las que fomenten la movilidad sostenible en los servicios e instalaciones comunes de los edificios o urbanizaciones tales como la instalación de puntos de recarga de vehículos eléctricos en los aparcamientos o adecuación de zonas e instalaciones de aparcamientos de bicicletas.

- Las instalaciones de fachadas o cubiertas vegetales.

- La instalación de sistemas de domótica y/o sensórica.

La cuantía máxima de la subvención a conceder por vivienda unifamiliar aislada o agrupada en fila no podrá superar los 12.000 € ni el 40 % de la inversión subvencionable, cantidad a la que se sumará 1.000 € de ayuda unitaria complementaria para viviendas unifamiliares declaradas BIC, catalogadas o que cuenten con protección integral en el instrumento de ordenación urbanística correspondiente. En aquellas viviendas unifamiliares en que los ingresos de la unidad de convivencia residente sean inferiores a tres veces el IPREM, el porcentaje máximo de la ayuda correspondiente podrá alcanzar hasta el 75 % de la inversión. La cuantía máxima de la subvención será de 18.000 € si reside en la vivienda una persona con discapacidad y de 24.000 € si reside en la vivienda una persona con discapacidad de los tipos indicados en el decreto.

En el caso edificios de vivienda colectiva, la cuantía máxima de la subvención total a conceder por edificio, incluidas las intervenciones en el interior de sus viviendas, que se acoja a las ayudas de este programa en ningún caso podrá superar el importe de multiplicar 8.000 €/viv, y 80 €/m2 construida de local comercial u otros usos compatibles, sin que supere el 40 % de la inversión de la actuación.

Para el acceso a las ayudas se efectuará convocatoria pública de las CC. AA.

Es posible los pagos anticipados o a cuenta o en su totalidad, siempre que el beneficiario haya aportado la licencia o autorizaciones municipales que sean precisas para la realización de la obra correspondiente y el certificado de inicio de la obra correspondiente.

5. Programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas

Como su propio nombre indica, este programa tiene por objeto la financiación de la ejecución de obras para la conservación, la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas unifamiliares aisladas o agrupadas en fila ya sean urbanas o rurales, en edificios de viviendas de tipología residencial colectiva, interviniendo tanto en sus elementos comunes como en el interior de cada vivienda, y en viviendas ubicadas en edificios de tipología residencial colectiva.

Pueden ser beneficiarios los propietarios de las viviendas o las comunidades de propietarios de los edificios de vivienda colectiva, así como cooperativas, empresas constructoras, etc. Tienen la obligación de destinar el importe íntegro de la ayuda al pago de las correspondientes actuaciones. 

Este programa es compatible con las ayudas del programa de fomento de la mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas; no así con las de los programas de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural, fomento del parque de vivienda en alquiler ni fomento de viviendas para personas mayores y personas con discapacidad.

Al igual que en otros programas, son requisitos indispensables que las viviendas estén finalizadas antes de 1996, que constituyan el domicilio habitual y permanente de sus propietarios o arrendatarios en el momento de solicitar las ayudas de este programa (50% de los propietarios o arrendatarios en caso de vivienda colectiva) y que dispongan de informe técnico que acredite la necesidad de la actuación con fecha anterior a la solicitud de la ayuda. Además, en el caso de vivienda colectiva, que, al menos, el 70 % de su superficie construida sobre rasante tenga uso residencial de vivienda, que las actuaciones cuenten con el acuerdo de la comunidad de propietarios, y que se aporte proyecto de las actuaciones a realizar. 

Son subvencionables las actuaciones relativas al estado de conservación de la cimentación, estructura e instalaciones, las relativas al estado de conservación de cubiertas, azoteas, fachadas y medianerías, incluyendo procesos de desamiantado y las propias de adecuación interior de las viviendas a las condiciones mínimas de funcionalidad, habitabilidad, seguridad e higiene legalmente exigidas. También son subvencionables las actuaciones para mejora de la seguridad de la utilización y de la accesibilidad.

Las tres primeras tienen una cuantía máxima de 3.000 €/viv. y 30 €/m2 de superficie construida de local comercial u otros usos compatibles, y las últimas 8.000 €/viv. y 80 €/m2 de superficie construida de local comercial u otros usos compatibles. Todo ello con el límite del 40 % del coste de la actuación, aunque el decreto también establece límites por vivienda.

Las obras deben ejecutarse en el plazo máximo de 24 meses, contados desde la fecha de concesión de la ayuda, pudiendo incrementarse en 6 meses por causa de transcurso del plazo en la obtención de la licencia.

El acceso a las ayudas se realizará mediante convocatoria pública de las CC.AA.

6. Programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural

Su objeto consiste en la financiación de la realización conjunta de obras de rehabilitación en edificios y viviendas, incluidas las viviendas unifamiliares, de urbanización o reurbanización de espacios públicos y, en su caso, de edificación de edificios o viviendas en sustitución de edificios o viviendas demolidos, dentro de ámbitos de actuación denominados área de regeneración y renovación urbana o rural previamente delimitados, incluyéndose los supuestos de infravivienda y chabolismo.

Son requisitos indispensables para la aplicación de este programa, una delimitación territorial del ámbito por la Administración (continua o discontinua) y que al menos un 70 % de la edificabilidad sobre rasante existente dentro del Área de regeneración y renovación urbana o rural o de la resultante según el planeamiento vigente, deberá tener como destino el uso residencial de vivienda, salvo que se trate de supuestos de infravivienda y chabolismo.

Las propuestas serán remitidas al Ministerio de Fomento por las CC. AA., el acuerdo se adoptará en la Comisión Bilateral de Seguimiento. Previamente a la adopción del acuerdo de la Comisión Bilateral es necesaria la presentación de determinada documentación:

· Delimitación y ficha resumen de la actuación.

· Memoria-programa en la que conste un diagnóstico sobre la situación demográfica, social, económica y ambiental del área, un programa de actuaciones que incluya la descripción de las actuaciones subvencionables, su idoneidad técnica y las formas de su ejecución y gestión, así como su programación temporal, una memoria de viabilidad técnica, que acredite su compatibilidad con la ordenación urbanística, y otra de viabilidad económica, que analizará la rentabilidad y el equilibrio entre los beneficios y las cargas derivadas de la actuación para los propietarios. 

· Plan de realojo temporal y retorno legalmente necesario, en su caso, con indicación de los plazos y costes de los realojos y de las medidas sociales complementarias previstas para la población afectada.

· Identificación de los propietarios cuando se actúe por expropiación.

Son beneficiarios de las ayudas quienes asuman la responsabilidad de la ejecución integral del Área delimitada por la actuación, distribuyéndose en proporción al coste asumido por cada uno de ellos cuando sean varios los beneficiarios. Debe destinarse el importe íntegro de la ayuda al pago de las correspondientes actuaciones. 

Son subvencionables, además de las relativas a la mejora de eficiencia energética y sostenibilidad y las de conservación y mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad, la ejecución de obras o trabajos de mantenimiento e intervención en las viviendas unifamiliares y en los edificios, incluso en el interior de las viviendas, instalaciones fijas, equipamiento propio y elementos comunes, a fin de adecuarlos a los estándares previstos por la normativa vigente; la ejecución de las siguientes obras de mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, entre las que se incluyen obras de urbanización y reurbanización material de los espacios públicos, de mejora de la accesibilidad de los espacios públicos y de mejora de la eficiencia ambiental en materia de agua, energía, uso de materiales, gestión de residuos y protección de la biodiversidad:

También se incluyen las obras de demolición de edificios, de viviendas e infraviviendas y de edificación de edificios de viviendas y viviendas de nueva construcción, para obtener, como  mínimo, la calificación energética mínima B, y cumplir las exigencias del CTE..

La cuantía máxima de las ayudas se determinará atendiendo al coste total de la intervención, sin que pueda exceder del 40 % de su coste, salvo para el realojo de las familias y para la financiación del coste de gestión y de los equipos y oficinas de planeamiento, información y acompañamiento social en los que no operará este límite porcentual. Todo ello calculado según los criterios previstos en el propio decreto.

El plazo máximo para la ejecución de las Áreas de regeneración y renovación será de 5 años desde la firma del correspondiente Acuerdo de Comisión Bilateral de Seguimiento.

7. Programa de ayuda a los jóvenes

Este programa pretende facilitar el acceso al disfrute de una vivienda digna y adecuada en régimen de alquiler a los jóvenes con escasos medios económicos, mediante el otorgamiento de ayudas directas al inquilino, o facilitar a los jóvenes el acceso a una vivienda en régimen de propiedad localizada en un municipio de pequeño tamaño (inferior a 5.000 habitantes), mediante la concesión de una subvención directa para su adquisición.

También supone un incremento de las ayudas de otros programas como los de mejora de la eficiencia energética, mejora de la seguridad de utilización y accesibilidad, siempre que los beneficiarios sean mayores de 35 años y se realicen en pequeños municipios.

Pueden beneficiarse de este programa las personas físicas mayores de edad que reúnan todos y cada uno de los requisitos siguientes: ser titular o estar en condiciones de suscribir un contrato de arrendamiento de vivienda formalizado en los términos de la Ley 29/1994, tener menos de 35 años en el momento de solicitar la ayuda, que la vivienda arrendada constituya la residencia habitual y permanente del arrendatario, que éste tenga su domicilio habitual y permanente en la vivienda arrendada, que los ingresos sean iguales o inferiores a tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) y que el alquiler de la vivienda sea igual o inferior a 600 € mensuales.

La ayuda al alquiler no es compatible con las percepciones del programa de Renta Básica de Emancipación ni con ninguna otra ayuda para el pago del alquiler de este Plan o que puedan conceder las CC.AA., las Corporaciones Locales o cualesquiera otras Administraciones o Entidades Públicas. Debe destinarse obligatoriamente a la adquisición de vivienda habitual y permanente en un municipio de pequeño tamaño. Tiene un límite del 50 % de la renta mensual. En el caso adquisición de vivienda será de hasta 10.800 €/viv., con el límite del 20 % del precio de adquisición.

8. Programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con discapacidad

En este caso, se pretende fomentar la construcción de viviendas para personas mayores y personas con discapacidad junto con las instalaciones y servicios comunes necesarios para ser explotadas en régimen de alquiler o cesión en uso, para el caso de promociones de viviendas de nueva construcción o de viviendas procedentes de la rehabilitación de edificios que se vayan a ceder en uso o destinar al arrendamiento, en ambos supuestos, por un plazo de al menos cuarenta años (circunstancia que deberá constar en nota marginal en el Registro de la Propiedad.

Las instalaciones y servicios comunes habrán de incluir, como mínimo: asistencia social, atención médica básica veinticuatro horas disponible y cercana, limpieza y mantenimiento, dispositivos y sistemas de seguridad, restauración, actividades sociales, deportivas, de ocio y culturales, así como terapias preventivas y de rehabilitación. El diseño de los espacios ha de garantizar la adecuación y accesibilidad al uso por parte de personas mayores o, en su caso, de personas con discapacidad. Las viviendas de las promociones de nueva construcción, así como las procedentes de la rehabilitación de edificios habrán de tener una calificación energética mínima B.

Los beneficiarios de estas ayudas pueden ser las Administraciones Públicas, los organismos públicos y demás entidades de derecho público y privado, así como las empresas públicas, privadas, público-privadas y sociedades mercantiles participadas mayoritariamente por las Administraciones Públicas; así como fundaciones, las empresas de economía social, etc…

Este programa se financia mediante la suscripción de un acuerdo en el seno de las comisiones bilaterales de seguimiento entre el Ministerio de Fomento, las Comunidades Autónomas y el Ayuntamiento correspondiente, para lo cual estas entidades deben remitir al ministerio la previsión de la actuación junto con una memoria programa que defina y justifique todos sus extremos.

La cuantía de la ayuda directa, proporcional a la superficie útil de cada vivienda, puede llegar a un máximo de 400 €/m2 de superficie útil, sin que supere el 40 % de la inversión de la actuación. Esta subvención es compatible con cualquiera otra subvención concedida por otras Administraciones Públicas para el mismo objeto.

Las obras correspondientes a actuaciones financiadas con cargo a este programa deberán realizarse en el plazo máximo de 30 meses desde la fecha de concesión de la ayuda, pudiendo extenderse a 36 meses si se trata de promociones de más de 50 viviendas. En caso de rehabilitación o reanudación los plazos serán de 24 y 30 meses, respectivamente. Todo ello con posibilidad de prórroga justificada.

Las viviendas financiadas con cargo a este programa deben ser arrendadas o cedidas en uso a personas mayores de 65 años o a personas con discapacidad (con sus familias, en caso de menores tutelados) cuyos ingresos, incluyendo los de todas las personas que constituyan la unidad de convivencia, no superen cinco veces el IPREM. Estas personas no pueden disponer, en el momento de habitar la vivienda, de vivienda propia o en usufructo (con excepciones) y su patrimonio, a efectos de la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio, habrá de ser inferior a 200.000 euros. 

- Ley 5/2018, de 11 de junio, de modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, en relación a la ocupación ilegal de viviendas. (BOE núm. 142, de 12 de junio de 2018)

Son varias las medidas previstas para afrontar la compleja realidad socioeconómica producida por el aumento de desahucios de familias en situación de vulneración económica y exclusión residencial.

En primer lugar, en el caso de notificación de una resolución contenga fijación de fecha para el lanzamiento de quienes ocupan una vivienda, debe darse traslado a los servicios públicos competentes en materia de política social por si procediera su actuación, siempre que se hubiera otorgado el consentimiento por los interesados.

En segundo lugar, se decidirán en juicio verbal, independientemente de su cuantía, las demandas que pretendan la recuperación de la posesión de una cosa o derecho por quien haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute. En este caso, la persona física propietaria o poseedora legítima por otro título, las entidades sin ánimo de lucro con derecho a poseerla y las entidades públicas propietarias o poseedoras legítimas de vivienda social pueden solicitar la inmediata recuperación de la plena posesión de una vivienda o parte de ella, siempre que se hayan visto privados de ella sin su consentimiento, otorgando un plazo de cinco días desde la notificación para que los ocupantes aporten justificación de su situación posesoria.

La demanda podrá dirigirse genéricamente contra los desconocidos ocupantes de la vivienda, sin perjuicio de la notificación a se encontrare en el inmueble al tiempo de llevar a cabo dicha notificación.

A los efectos de proceder a la identificación del receptor y demás ocupantes, quien realice el acto de comunicación podrá ir acompañado de los agentes de la autoridad. Si ha sido posible la identificación del receptor o demás ocupantes, se dará traslado a los servicios públicos competentes en materia de política social por si procediera su actuación, siempre que se hubiera otorgado el consentimiento por los interesados.

La resolución que acuerde la entrega de la posesión de la vivienda al demandante y el desalojo de los ocupantes se notificará a los servicios públicos competentes en materia de política social.

Si el demandado o demandados no contestan a la demanda en el plazo legalmente previsto, se procederá de inmediato a dictar sentencia. La oposición del demandado podrá fundarse exclusivamente en la existencia de título suficiente frente al actor para poseer la vivienda o en la falta de título por parte del actor. 

La ley también incluye medidas ágiles de coordinación y cooperación entre Administraciones públicas.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

A) PAÍS VASCO

- Ley 2/2018, de 28 de junio, de Puertos y Transporte marítimo del País Vasco. (BOPV núm. 129, de 5 de julio).

Entre los múltiples contenidos que son objeto de esta ley se encuentran el establecimiento del régimen jurídico aplicable a los puertos e instalaciones portuarias y marítimas de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como el establecimiento de los regímenes de planificación, ordenación, explotación, construcción, ampliación, reforma y mantenimiento de los puertos.

Interesa destacar el capítulo II de la Ley, que regula la planificación, ordenación, construcción y mantenimiento de los puertos.

Establece la necesidad de instrumentos de planificación de rango superior en materia de política portuaria, de aprobación autonómica, para proceder a la construcción de nuevos puertos e instalaciones portuarias, así como la ampliación y reforma de los existentes; instrumentos éstos que contarán con los informes favorables de las otras administraciones establecidos en la legislación portuaria estatal.

Además, con el fin de articular la coordinación entre las administraciones con competencias sobre el espacio portuario, el planeamiento urbanístico general calificará todo el ámbito del dominio público portuario de los puertos como Sistema General Portuario y las administraciones con competencias urbanísticas, incluidos los Ayuntamientos, requerirán a la Administración portuaria un pronunciamiento sobre las cuestiones de su competencia en el procedimiento de redacción y tramitación de los instrumentos de planeamiento urbanístico que afecten a la zona portuaria del País Vasco.

La Ley también prevé planes especiales de ordenación portuaria para la ordenación urbanística de las zonas portuarias. Además, en desarrollo de las determinaciones estructurales del planeamiento general municipal, el plan especial de ordenación portuaria contendrá entre sus determinaciones parámetros de ordenación urbanística y regulará el uso urbanístico del recinto portuario. Debe incluir, igualmente, las medidas y previsiones necesarias para garantizar una eficiente explotación del espacio portuario y su desarrollo.

Para proceder a la ordenación de usos e instalaciones en la zona de servicio de los puertos es necesaria la aprobación de la delimitación de los espacios y usos portuarios, que incluirá los usos previstos para las diferentes zonas del puerto, de acuerdo con las actividades previstas en la zona de servicio y según los siguientes usos portuarios:

a) Usos comerciales portuarios.

b) Usos pesqueros.

c) Usos náutico-recreativos.

d) Usos comunitarios públicos.

e) Usos industriales y comerciales.

f) Usos mixtos, entendiendo por tales los que contengan una pluralidad de los usos propios de las zonas portuarias referidos en los apartados anteriores, sin que se ninguno sea preferente.

La ley remite a desarrollo reglamentario la tramitación de la delimitación de los espacios y usos portuarios, que, en todo caso, debe garantizar tanto la participación de las administraciones locales y de aquellas otras administraciones sectoriales que pueden verse afectadas como la realización de un trámite de información pública y la publicación en el BOPV del texto definitivo aprobado.

La aprobación de la delimitación de los espacios y usos portuarios lleva implícita la declaración de utilidad pública a efectos de rescate de las concesiones que requiera la actuación portuaria en el ámbito de dicha delimitación, así como la afectación al uso portuario de los bienes de dominio público y de los bienes patrimoniales incluidos en la zona de servicio que sean de interés para el puerto.

La construcción, ampliación, reforma y mantenimiento de los puertos está sometida a la legislación sobre contratación pública y a los informes preceptivos previstos en la legislación portuaria estatal.

La realización de obras cuyo objeto sea la construcción de puertos o la ampliación o reforma de la configuración actual del dominio público portuario, o las que tengan por objeto su mantenimiento, deben adaptarse al plan especial de ordenación portuaria y exigen el correspondiente proyecto aprobado por la Administración portuaria, sin perjuicio de que, en casos de urgencia acreditada o de interés público excepcional, puedan autorizarse obras no previstas en el plan especial de ordenación portuaria. La existencia de estas circunstancias será apreciada por el Consejo de Gobierno, previamente al inicio de las obras y una vez aprobada la ejecución de las obras, debe iniciarse el procedimiento de revisión o modificación del plan vigente.

En el procedimiento de aprobación de estos proyectos debe garantizarse la participación de las administraciones públicas con competencias concurrentes en la materia. Las obras y actividades portuarias que, en ejercicio de sus competencias, realice la Administración portuaria en zona de servicio de los puertos no están sujetas a licencias urbanísticas por razón de su interés general, siempre que se refieran a usos comerciales portuarios, usos pesqueros, usos náutico-recreativos o usos comunitarios públicos, aunque deban ponerse en conocimiento de la Administración municipal.

La aprobación de estos proyectos de construcción lleva implícita la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los bienes y adquisición de derechos, a los fines de expropiación forzosa, así como del rescate de concesiones, si ello fuese necesario, debiendo figurar en cada proyecto la relación concreta e individualizada de los bienes y derechos afectados, no incluidos en el dominio público portuario, con su descripción material.

Estos proyectos se someterán al procedimiento de impacto ambiental en los supuestos previstos por la legislación.

En orden al régimen de conservación del dominio público portuario, la Ley prevé medidas de protección ambiental, la prohibición de vertidos, medidas de prevención y protección civil, autorizaciones de dragado y medidas de adaptación a los efectos del cambio climático, de tal manera que “tendrá en cuenta los posibles efectos del cambio climático sobre el dominio público portuario, y adoptará las medidas de adaptación que fueran necesarias para evitar daños al patrimonio y al medio ambiente”.

- Decreto 117/2018, de 24 de julio, de la inspección técnica de los edificios en la Comunidad Autónoma del País Vasco. (BOPV núm. 171, de 5 de septiembre).

Regula los criterios y requisitos que debe cumplir la inspección técnica de los edificios de uso predominantemente residencial en el País Vasco, como una contribución a garantizar el derecho de las personas a disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible.

También regula la obligación de quienes deben realizar la IT de disponer del Plan de Uso y Mantenimiento del edificio, así como el Registro de Inspecciones Técnicas de los Edificios de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

Es de aplicación a los edificios de uso predominantemente residencial ubicados en el territorio del País Vasco que tengan una edad superior a cincuenta años a contar desde la fecha de finalización de las obras de nueva planta o de la rehabilitación integral del edificio. Están excluidos los edificios de uso predominantemente residencial que hubieran sido objeto de una declaración de situación legal de ruina.

Tampoco forma parte de esta norma la verificación de aquellas instalaciones o elementos del edificio cuya revisión o inspección técnica está sometida a normativa sectorial específica.

En orden al alcance y eficacia de la inspección técnica de los edificios, tiene como pretensión conocer los desperfectos y las deficiencias apreciadas en los edificios, sus posibles causas y las medidas recomendadas para asegurar la estabilidad, la seguridad, la estanqueidad y su consolidación estructural, para posibilitar el uso efectivo del edificio según el destino que le es propio. También permite estimar las condiciones de la envolvente del edificio y sus instalaciones desde la perspectiva de sus parámetros relacionados con la eficiencia energética, al objeto de evaluar la eficiencia energética del edificio, e informar sobre las condiciones de accesibilidad universal y no discriminación de las personas en situación de discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

La ITE tiene como objetivos, entre otros, la identificación de las lesiones y deterioros detectados visualmente durante la inspección, producidos por causas exteriores o interiores, vicios, fallos o falta de mantenimiento, la realización de un pre-diagnóstico de las causas de las patologías, su clasificación, la evaluación de la importancia del daño etc…

La ITE exige un cuestionario previo a cumplimentar por quien ostente la titularidad del inmueble y un informe realizado, a partir de una inspección visual, por la persona habilitada al efecto. 

La ITE comprenderá una inspección visual de la cubierta, de la cimentación, de la estructura, de las fachadas y de las redes comunes de suministro y evacuación de aguas, con el fin de conocer sus características constructivas, su estado y las patologías que puedan afectar al edificio. Incluirá una toma de datos de la envolvente del edificio y de las instalaciones al objeto de realizar un informe de evaluación de la eficiencia energética del mismo, e informar sobre las condiciones de accesibilidad universal y no discriminación de las personas en situación de discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

Se realizará una muestra mínima de inspección.

Cuando los datos obtenidos en la inspección visual no fueran suficientes para la calificación de las deficiencias detectadas, se procederá a realizar la apertura de catas para una toma de datos más exhaustiva del elemento o elementos constructivos afectados, así como las pruebas que considere necesarias, a costa de la propiedad del edificio.

En el informe de la ITE, que será objetivo, imparcial, independiente y veraz, se acreditará que se ha efectuado la visita y revisión de los elementos objeto de análisis para la elaboración de la inspección técnica, incluyendo los aspectos siguientes:

a) Las condiciones de conservación, seguridad, estanqueidad y de consolidación estructural del edificio, así como una estimación económica de la intervención a realizar.

b) La evaluación de las condiciones de accesibilidad universal y no discriminación de las personas en situación de discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

c) La evaluación de la eficiencia energética del edificio, con el contenido y mediante el procedimiento establecido por el Real Decreto 235/2013 y el Decreto 226/2014.

El informe de la ITE deberá expresar con claridad la importancia y riesgo de los daños detectados y cuáles los tipos de intervención necesarios. Consta de dos partes, una en la que se reflejará la información obtenida del edificio y otra en la que se emitirá un dictamen respecto al estado de cada una de las cuestiones objeto de la ITE.

En la parte correspondiente a la información se incluirá el estado general de la cubierta, de la cimentación, de la estructura, de las fachadas, y de las redes comunes de abastecimiento y evacuación de aguas del edificio; información sobre la existencia, composición y documentación administrativa y técnica del resto de instalaciones del edificio; posibles causas de las lesiones o desperfectos detectados; propuesta global de intervención; grado de ejecución y efectividad de las medidas adoptadas, como consecuencia de inspecciones anteriores, si las hubiera; grado de ejecución y efectividad de las medidas incluidas en el Libro de Edificio o en el Plan de uso y mantenimiento. También incluirá naturaleza de los tipos de intervención, pudiendo ser ésta inmediata, muy urgente, urgente, necesaria a medio plazo o de mantenimiento; la estimación de la necesidad de un proyecto técnico para acometer las intervenciones de reparación; el plazo para la realización de las intervenciones; la evaluación de las condiciones de accesibilidad universal y la evaluación de la eficiencia energética del edificio.

El decreto regula extensamente el procedimiento de la ITE.

D) ANDALUCÍA

- Decreto 161/2018, de 28 de agosto, de defensa de la vivienda del parque público residencial de la Comunidad Autónoma de Andalucía, por el que se modifica el Decreto 149/2006, de 25 de julio, el Reglamento de Viviendas Protegidas de la C. A. de Andalucía, aprobado por dicho decreto, y el Reglamento Regulador de los Registros Públicos Municipales demandantes de vivienda protegida, aprobado por Decreto 1/2012, de 10 de enero. (BOJA núm. 172, de 5 de septiembre).

La exposición de motivos del decreto reconoce que la modificación de estas normas se enmarca en la defensa de la función social del derecho a la vivienda y en la necesaria seguridad jurídica de las personas que pueden promover y ser destinatarias de las viviendas de protección pública. Por ello, en cuanto al ámbito de aplicación excluye aquellas viviendas que, con arreglo a la normativa anterior, ahora tendría un precio de venta libre y un precio de venta máximo.

La C. A. avanza en esta regulación y establece la prohibición de enajenar sus viviendas protegidas a personas jurídicas, por las negativas consecuencias que pueden acarrear a los usuarios, de tal manera que se garantice que, en todo caso, estos inmuebles protegidos se destinen siempre a domicilio habitual y permanente de personas físicas. 

La reforma concluye que solo podrán ser beneficiarias de viviendas protegidas las personas físicas y que ninguna persona jurídica podrá ser usuaria de vivienda protegida, salvo en caso de entidades sin ánimo de lucro que podrán ser arrendatarias de viviendas protegidas siempre que los usuarios finales sean personas físicas con especiales dificultades para el acceso a la vivienda.

También incluye la posibilidad de ejercer el derecho de tanteo y de retracto respecto de todas las viviendas protegidas, sin tener en cuenta su sujeción a un determinado plan de vivienda. 

Eleva del 25 al 50 % el porcentaje de pleno dominio sobre otra vivienda que impide el acceso a este tipo de viviendas, porque considera que la titularidad de una cuota inferior al 50 % no resulta suficiente para satisfacer la necesidad de vivienda. Igualmente, modifica el cálculo del valor máximo de dicha cuota, para referirla al precio máximo por metro cuadrado de superficie útil.

Refuerza la obligación expresa de que la vivienda protegida deba ser ocupada por persona autorizada.

Permite la posibilidad de ejercer una actividad económica en la vivienda, sin que por ello pierda su carácter de residencia habitual y permanente, posibilidad que ya estaba recogida en anteriores reglamentos, si bien ahora limita y concreta los supuestos permitidos.

Especifica los supuestos en los que procede el visado de los contratos de compraventa o arrendamiento de viviendas protegidas y cuándo comunicaciones o autorizaciones previas a la formalización de dichos contratos.

Actualiza la regulación de la percepción por las promotoras de cantidades a cuenta del precio de las viviendas.

La modificación también establece que las permutas y los cambios entre viviendas protegidas en arrendamiento, titularidad de una misma promotora, no se consideran adjudicaciones a realizar por los Registros Públicos Municipales de Demandantes de Vivienda Protegida.

Por último, se modifica el Reglamento Regulador de Registros Públicos Municipales de Demandantes de Vivienda Protegida, aprobado por el Decreto 1/2012, de 10 de enero, respecto a la selección de miembros de cooperativas de viviendas protegidas.

- Ley 9/2018, de 8 de octubre, de modificación de la Ley 12/2017, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía. (BOJA núm. 199, de 15 de octubre).

En lo que a este informe interesa, la Ley modifica el título y el contenido del artículo 50, dedicado antes de la modificación al planeamiento urbanístico y vivienda y que ahora se denomina ‘planeamiento urbanismo, vivienda y transporte’.

Mantiene de la regulación anterior el encargo a los poderes públicos de Andalucía de integrar la perspectiva de género en el diseño de las políticas y los planes en materia de vivienda, desarrollando programas y actuaciones específicas para distintos grupos sociales y modelos de familia; así como en el en el diseño de las ciudades, en las políticas urbanas, y en la definición y ejecución de los planeamientos urbanísticos, en colaboración y coordinación con los entes locales.

Las novedades introducidas por la Ley es que insta a los poderes públicos a facilitar el acceso y garantizar el derecho preferente en la adjudicación de viviendas protegidas, en régimen de alquiler o propiedad, de las mujeres víctimas de violencia de género, mujeres que sufran discriminaciones múltiples, mujeres solas con cargas familiares y de aquellas que se encuentren en situación de riesgo de exclusión social, en función de las condiciones especialmente gravosas que pudieran concurrir, en las condiciones que se determinen.

Respecto de las políticas públicas de movilidad y transporte, éstas darán prioridad a la reducción de los tiempos de desplazamiento, facilitarán la proximidad y los itinerarios relacionados con la organización de la vida familiar y responderán a las necesidades del mundo rural o de zonas de menor densidad de población.

Finalmente, dispone que la Administración de la Junta de Andalucía promoverá la investigación, con perspectiva de género, de la movilidad y el transporte con el fin de que sus políticas públicas en la materia favorezcan de manera equilibrada a mujeres y hombres. 

J) ARAGÓN

- Ley 7/2018, de 28 de junio, de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en Aragón (BOA núm. 132, de 10 de julio).

En la misma línea en la que viene siendo habitual en el resto de la Comunidades Autónomas, esta ley establece las competencias y funciones de cada una de las administraciones públicas en esta materia, regula la organización instituci9onal, cooperación, coordinación y consulta entre Administraciones Públicas en Aragón y detalla las políticas públicas para la igualdad de género.

En concreto, en lo que al urbanismo afecta, el art. 77 de la Ley se refiere al planeamiento urbanístico y la vivienda al disponer que la AA. PP. de Aragón integrarán transversalmente la perspectiva de género en las políticas y los planes en materia de vivienda y desarrollarán programas y actuaciones que tengan en consideración los diferentes grupos sociales, la diversidad de los modelos de familia y las distintas etapas del ciclo vital.

Igualmente, insta a los poderes públicos de Aragón, en coordinación y colaboración con las entidades locales, a aplicar el enfoque de género en el diseño de las ciudades, en las políticas urbanas y en la definición y ejecución de los planeamientos urbanísticos, a través de mecanismos e instrumentos que fomenten y favorezcan la participación ciudadana y la transparencia.

Dispone que la planificación pública fomentará la descentralización de servicios, de manera que las infraestructuras y la ordenación de los usos urbanísticos del suelo responda a las necesidades de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, disminuyendo los tiempos de desplazamiento y garantizando una mejor accesibilidad a los servicios y dotaciones tanto públicas como privadas; al tiempo que prevé facilitar el acceso a la vivienda a las mujeres en situación de necesidad o en riesgo de exclusión, y de las que hayan sido víctimas de la violencia, en especial cuando, en ambos casos, sean mujeres con discapacidad o tengan hijos menores o discapacitados exclusivamente a su cargo y en función de las demás condiciones especialmente gravosas que pudieran concurrir.

Asimismo, las Administraciones públicas aragonesas deben garantizar la formación con perspectiva de género y de ciudad inclusiva y conciliadora del personal técnico y político que se dedica a la planificación urbanística y en los ámbitos de vivienda, movilidad y medio ambiente.

Por último, el art. 78 relativo a la Movilidad dispone que los poderes públicos aragoneses aplicarán el principio de transversalidad para la implantación de la igualdad de género en su política de transporte y movilidad, así como en su planificación. Prevé entre otras medidas:

· la incorporación de la perspectiva de género en los estudios y análisis en materia de transporte y movilidad, aplicando indicadores de género y datos estadísticos desagregados por sexo.

· el desarrollo de actuaciones que responda especialmente a la planificación que tenga como objetivo la reducción de tiempos y distancias con el fin de conciliar la vida familiar y laboral, así como las necesidades del ámbito rural y la situación de las personas con discapacidad.

· la promoción de la participación ciudadana de las mujeres y de las asociaciones de defensa de los derechos de las mujeres en los procesos de diseño urbanístico.

Todas estas previsiones resultan de importancia por cuanto habrá que tomarlas en cuenta en la redacción de los instrumentos de planeamiento urbanístico, so pena de incurrir en riego de nulidad del instrumento de planeamiento o de gestión. 

- Decreto 143/2018, de 26 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la celebración de los espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter ocasional y extraordinario y se establecen medidas para la mejora de la convivencia en la celebración de los espectáculos públicos y de las actividades recreativas. (BOA núm. 145, de 27 de julio).

Este decreto es el tercero en cuatro años que regula esta materia.

Su exposición de motivos reconoce que la importancia social y económica del sector del ocio y del tiempo libre y su capacidad generadora de empleo y de inversiones, está dirigida a públicos de lo más heterogéneos. Esto justifica la necesidad de dotar al sector de un marco normativo claro que asegure que los espectáculos públicos y las actividades recreativas, así como los establecimientos o espacios abiertos en los que estos se desarrollen cumplen las medidas y condicionamientos técnicos exigibles.

Reconoce que la aplicación del Decreto 63/2017, de 25 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la celebración de los espectáculos públicos y actividades recreativas ocasionales y extraordinarias y se regulan medidas para la mejora de la convivencia en la celebración de los espectáculos públicos y de las actividades recreativas en establecimientos públicos y en espacios abiertos al público, que ahora se deroga expresamente, planteó dudas interpretativas que dieron lugar a una modificación parcial del mismo.

Lo cierto es que, coincidiendo con lo manifestado en la exposición de motivos, este decreto tiene mayor claridad, su redacción tiene una estructura más acorde con el procedimiento administrativo común y, en definitiva, se garantiza la seguridad jurídica en la aplicación de la norma, en beneficio del interés general.

Los contenidos del articulado no sufren una modificación total, sino que mantienen la esencia de la regulación anterior.

Las modificaciones más destacables son las siguientes:

Modifica el art. 2.2 del Decreto 220/2006, de 7 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Catálogo de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la C. A. A. para introducir la definición de espectáculos públicos y actividades recreativas habituales, junto con las ocasionales y extraordinarias.

En esta misma línea el art. 2 del Decreto que se comenta los espectáculos públicos y actividades recreativas habituales (aquellos que, debidamente autorizados, se celebran o desarrollan de forma habitual en establecimientos permanentes), de los ocasionales (los que, debidamente autorizados, se desarrollan en espacios abiertos al público, utilizando instalaciones eventuales, portátiles o desmontables durante un tiempo determinado) y de los extraordinarios (los que, debidamente autorizados, sean distintos a los que se desarrollen habitualmente en los establecimientos públicos y no figuren expresamente autorizados en la correspondiente licencia de funcionamiento, comporten o no el montaje de instalaciones eventuales, portátiles o desmontables).

Asimismo, este decreto distingue los espectáculos públicos y actividades recreativas en función del lugar de desarrollo, esto es, en establecimientos públicos o en espacios abiertos. El decreto entiende por establecimientos públicos los locales, recintos o instalaciones permanentes, abiertas al público, en los que se celebren o practiquen espectáculos públicos o actividades recreativas de pública concurrencia. Considera espacios abiertos los lugares de dominio público o de propiedad privada, incluida la vía pública, donde ocasionalmente se celebren espectáculos públicos o actividades recreativas, sin disponer de instalaciones permanentes para hacerlo.

A su vez, los espacios abiertos pueden ser acotados o delimitados y abiertos al libre tránsito de personas.

Las instalaciones eventuales, portátiles o desmontables, son las estructuras muebles, provisionales o eventuales, cuyo conjunto se encuentre conformado por elementos desmontables o portátiles constituidos por módulos o elementos metálicos, de madera o de cualquier otro material que permitan operaciones de montaje y desmontaje, sin necesidad de construir o demoler obra de fábrica alguna y estén debidamente autorizados, conforme exige el artículo 10 de la Ley 11/2005.

Aunque organizadas de manera diferente, se mantiene la regulación anterior respecto al procedimiento de tramitación de las autorizaciones respectivas, requisitos para esta autorización y comunicación al Centro de Emergencias. 

Como medidas de protección de colectivos vulnerables se incluye la regulación de protección de menores y discapacitados, al tiempo que añade un art. 16 que exige al organizador del espectáculo o actividad recreativa la adopción de medidas de prevención y actuación ante situaciones de agresiones y acosos sexuales en los establecimientos y espacios objeto del decreto.

En lo que a las medidas de protección de la seguridad y la salud se refiere, la única novedad es el cómputo para la previsión de equipamientos sanitarios

En la regulación de la tipificación de determinadas infracciones, se desarrolla el contenido de la infracción. El decreto reconoce que “son infracciones administrativas en materia de espectáculos públicos las acciones u omisiones tipificadas en la Ley 11/2005, de 28 de diciembre y las concretadas en el presente reglamento”, pero, a renglón seguido regula un complemento de determinadas infracciones graves y leves. Así:

- Constituye infracción grave tipificada en el art. 48.l) Ley 11/2005 “el incumplimiento de las medidas o servicios de vigilancia cuando sean obligatorios”, la total o parcial falta del personal de servicio de admisión del establecimiento o espacio abierto acotado o delimitado y del personal del servicio de vigilancia cuando tenga la obligación de disponer de dicho personal; el ejercicio de las funciones de personal de servicio de admisión sin disponer de la correspondiente habilitación otorgada por la administración autonómica y la realización por el personal del servicio de admisión de funciones que no son de su competencia.

- Constituye infracción grave tipificada en el art. 48.f) de la Ley 11/2005, “el incumplimiento de las condiciones de seguridad, acústicas, higiénicas y de sanidad establecidas en la normativa vigente y en las licencias o autorizaciones; en especial, de las medidas de evacuación en caso de emergencia”, la falta de los sistemas de control de acceso y de aforo y cámaras de vídeo-vigilancia y su funcionamiento defectuoso o falta de funcionamiento.

- Es una falta leve tipificada por el art. 47.g) de la Ley 11/2005, “cualquier incumplimiento de lo establecido en la presente Ley y las previsiones reglamentarias a las que se remite, en relación con la exigencia de la realización de determinadas actuaciones ante la Administración competente, plazos, condiciones o requisitos para el desarrollo de la actividad o del espectáculo, no tipificados como infracciones muy graves o graves”, el incumplimiento de las prescripciones generales y particulares fijadas en la autorización no tipificadas como infracciones muy graves o graves.

La D. A. 3ª faculta a los ayuntamientos a fijar en sus ordenanzas municipales, prohibiciones, limitaciones o restricciones de autorizaciones para la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas ocasionales y extraordinarias, siempre dentro de las limitaciones establecidas en la Ley 11/2005.

En la D. A. 4ª el Gobierno de Aragón se obliga a elaborar un Plan de prevención y actuación ante situaciones de agresiones y acosos sexuales, para dar un tratamiento unitario, armonizado y coordinado.

Finalmente, la D. T. 2ª concede un plazo de 2 años para la instalación y puesta en funcionamiento de los sistemas de control de aforos y cámaras de vídeo-vigilancia.

- Decreto 179/2018, de 23 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se derogan los decretos autonómicos de creación de las sociedad mercantiles “ARAGÓNPLATAFORMA LOGÍSTICA S. L. U.”, “PLATAFORMA LOGÍSTICA DE ZARAGOZA, PLAZA S.A.U.” y “PLHUS PLATAFORMA LOGÍSTICA S.L.U.” y se establece la nueva regulación de la empresa pública “ARAGÓN PLATAFORMA LOGÍSTICA, S.A.U.”. (BOA núm. 212, de 2 de noviembre)

ARAGÓN PLATAFORMA LOGÍSTICA, S.A.U., es la sociedad absorbente y resultante de un proceso de fusión por absorción por el que ha sucedido universalmente en los patrimonios de las sociedades absorbidas, “PLHUS, Plataforma Logística, S.L.U.” y “Aragón Plataforma Logística, S.L.U.”, y reviste la forma jurídica de sociedad anónima unipersonal.

Tiene por objeto social, entre otros, proyectar , construir, promocionar, conservar, explotar y comercializar mediante venta o alquiler o cualquier otro sistema de gestión- las plataformas logísticas de carácter industrial o comercial, las infraestructuras y equipamientos comprendidos en las mismas y los servicios que en ellas puedan instalarse o desarrollarse, así como cualquier otro tipo de promociones y explotaciones inmobiliarias en las mismas. 

Su actividad comprende, además de la adquisición y gestión de suelo y patrimonio inmobiliario de carácter logístico, industrial y terciario, para su venta o alquiler, o cualquier otro sistema de gestión, el planeamiento, urbanización, parcelación y adquisición de terrenos e inmuebles, destinados a uso logístico, industrial y terciario.

Esta sociedad actuará en régimen de derecho privado y de acuerdo con lo establecido por sus estatutos sociales, la legislación en cada momento vigente en materia de Sociedades de Capital, de Hacienda, de Patrimonio y de Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y de Contratación Pública. Tiene la consideración de medio propio instrumental y servicio técnico de la Administración de la C. A. Aragón y de los poderes adjudicadores dependientes de ella, estando obligada a realizar los trabajos que le encomienden. 

Tiene duración indefinida.

M) COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA

- Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. (BON núm. 98, de 23 de mayo)

En la misma línea que otras Comunidades Autónomas, esta ley foral regula en el artículo 28 la información en materia de ordenación del territorio, urbanismo, medio ambiente y vivienda y dispone la obligación de publicar los instrumentos de ordenación territorial y de planeamiento urbanístico municipal, proporcionando una información mínima que debe contener la estructura general de cada municipio, la clasificación y calificación del suelo, la ordenación prevista para el suelo, con el grado de detalle adecuado, las infraestructuras planteadas en cada localidad y la normativa urbanística.

Además, obliga a las distintas Administraciones Públicas de Navarra, en el ejercicio de sus respectivas competencias, a la publicación de:

· las autorizaciones ambientales integradas y licencias ambientales, incluyendo los informes jurídicos y técnicos emitidos, 

· la información geográfica, económica y estadística de elaboración propia cuya difusión sea relevante, facilitando las fuentes, notas metodológicas y modelos utilizados.

· la información medioambiental que deba hacerse pública de conformidad con la normativa vigente.

- Ley Foral 12/2018, de 14 de junio, de accesibilidad universal. (BON núm. 120, de 22 de junio).

El objeto de esta LF consiste en establecer las condiciones de accesibilidad universal necesarias para garantizar la igualdad de oportunidades, la promoción de la autonomía personal, la inclusión en la comunidad y la vida independiente de todas las personas y, en particular, de las personas con discapacidad, fundamentándose, entre otros, en los principios de respeto de la dignidad inherente a la persona, la autonomía individual, la vida independiente, la no discriminación, igualdad de oportunidades, igualdad entre mujeres y hombres, normalización, accesibilidad universal, participación y transversalidad.

En lo que al contenido de este informe se refiere, esta LF es de aplicación a los espacios públicos urbanizados, las infraestructuras y la edificación y al patrimonio cultural.

Además de regular una serie de medidas generales encaminadas a garantizar la igualdad, la autonomía personal y la vida independiente y asumir, como no podía ser de otra manera, la aplicación en el territorio foral de las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación establecidas en la normativa básica estatal, también regula una serie de disposiciones específicas en el Título III, siendo los capítulos I y II los referidos a la accesibilidad en el territorio y la accesibilidad en la edificación.

Todas las medidas recogidas en la LF remiten a posterior desarrollo reglamentario.

En orden a la accesibilidad en el territorio, y en lo que se refiere a los espacios urbanos de uso público, la LF dispone que la planificación y urbanización de los espacios urbanos de uso público deberán garantizar su accesibilidad, mediante el planeamiento general, el planeamiento de desarrollo y los demás instrumentos de ordenación urbanística y de ejecución del planeamiento. Obliga a los instrumentos de ordenación urbanística, los proyectos de urbanización y los proyectos de obras ordinarias a incluir un apartado justificativo del cumplimiento de las condiciones de accesibilidad, teniendo en cuenta la vinculación del sector afectado con los sectores limítrofes, motivando, en su caso, la imposibilidad de cumplimiento de alguna de las condiciones de accesibilidad.

Asimismo, los espacios urbanos de uso público existentes deben ir adaptándose gradualmente según las determinaciones del plan integral de actuación en materia de accesibilidad aprobado por la entidad local y las intervenciones que se realicen en los mismos deberán cumplir, en todos los casos, con los ajustes razonables.

Prevé, igualmente, que los itinerarios peatonales, aunque convivan con los vehículos, se diseñen de forma que resulten accesibles a cualquier persona y garanticen un uso no discriminatorio.

Respecto de los aparcamientos, se establece la obligación de reservar en todas las zonas destinadas al estacionamiento de vehículos automóviles, en superficie o subterráneas, con carácter permanente y tan cerca como sea posible de los accesos peatonales, plazas de estacionamiento para personas con discapacidad.

En cuanto a cualesquiera elementos de las obras de urbanización (esto es, pavimentación, suministro y distribución de agua, saneamiento, red de alcantarillado, captación y distribución de la energía eléctrica, gas, telecomunicaciones, alumbrado público, seguridad vial y señalización vial y jardinería, y cuantos elementos materialicen las previsiones de los instrumentos de ordenación urbanística) que hayan de ubicarse en zonas peatonales, su diseño, colocación y mantenimiento garantizará la seguridad, accesibilidad, autonomía y no discriminación de todas las personas; incluso aquellos elementos que sean provisionales.

Los elementos de mobiliario urbano de uso público (incluidas señales de tránsito, semáforos, postes de iluminación o cualquier otro elemento vertical de señalización) se diseñarán y localizarán para que puedan ser utilizados de forma autónoma y segura por todas las personas, disponiéndose de manera que no se invada el ámbito de paso, ni en el plano del suelo ni en altura de los itinerarios peatonales.

La LF también tiene reglas específicas para la disposición de quioscos, terrazas de bares, los cajeros automáticos, papeleras, buzones, máquinas expendedoras y otras instalaciones similares que ocupen parcialmente las aceras o espacios públicos.

Los parques infantiles se diseñarán e instalarán conforme a criterios de accesibilidad universal y diseño para todas las personas, de manera que sean espacios inclusivos en los que todos los niños y niñas puedan jugar juntos, independientemente de sus capacidades. 

Respecto de los espacios naturales de uso público también dispondrán de itinerarios peatonales y servicios accesibles, en los supuestos y en la forma que sea técnicamente posible, de forma que se combine el respeto al medio ambiente con el derecho de todas las personas a disfrutar de la naturaleza, de conformidad con las guías generales de accesibilidad en espacios naturales aprobadas al efecto. Los itinerarios peatonales dispondrán de la debida señalización.

Respecto de la Accesibilidad en la edificación, la LF distingue según se trate de edificios de uso público, edificios de titularidad privada de uso residencial y edificios de valor histórico-artístico.

Respecto de los edificios de uso público, entendiendo por tales los destinados a un uso que implique concurrencia de personas para la realización de actividades de carácter social, recreativo, deportivo, cultural, educativo, comercial, administrativo, asistencial, residencial, religioso, sanitario u otras análogas, independientemente de la titularidad pública o privada, se proyectarán, construirán, rehabilitarán, reformarán, mantendrán y utilizarán de forma que garanticen que estos resulten accesibles, en las condiciones y plazos que se establezcan reglamentariamente.

En la ampliación, rehabilitación o reforma de estos edificios de uso público que requieran para su adaptación medios técnicos o económicos desproporcionados, podrán adoptarse ajustes razonables.

Los planes de autoprotección, emergencia y evacuación de estos edificios, incluirán los procedimientos de aviso accesibles y productos de apoyo a las personas con discapacidad y personas mayores. 

Debe garantizarse el acceso al interior mediante itinerarios accesibles fácilmente localizables que lo comuniquen con la vía pública y las zonas de aparcamiento, mediante mecanismos de comunicación horizontal y vertical.

También se prevé la obligación de aseos accesibles, y reserva de asientos convertibles en el itinerario más accesible, cuando se trate de salas de espectáculos o locales con asientos fijos. 

En lo relativo a los edificios de titularidad privada de uso residencial, en el exterior del edificio la parcela dispondrá, al menos, de un itinerario accesible que comunique con la entrada principal al edificio. Además, en conjuntos de viviendas unifamiliares debe existir una entrada a la zona privativa de cada vivienda que comunique con la vía pública y con las zonas comunes exteriores.

Entre las distintas plantas del edificio, los edificios de nueva construcción y las viviendas plurifamiliares o unifamiliares dispondrán de itinerarios accesibles que permitan la comunicación entre la vía pública, la entrada a cada vivienda y las dependencias y zonas de uso comunitario que estén a su servicio. 

Cuando existan plantas con uso de garaje, trasteros o uso comunitario para las viviendas, las condiciones de accesibilidad y el acceso de los ascensores a las mismas se realizarán en las mismas condiciones que en el resto de las plantas.

Cuando las condiciones de la parcela obliguen a que las plantas de aparcamiento tengan una pendiente inferior al 6%, se permitirá que los tramos de las rampas no tengan una longitud máxima, salvo en el itinerario accesible entre las plazas accesibles y el acceso accesible de dicha planta.

En el supuesto de reforma, rehabilitación o restauración de edificios de titularidad privada de uso residencial de vivienda las reformas realizadas no podrán menoscabar las condiciones de accesibilidad existentes.

Por su parte, el art. 30 de la LF prevé la posibilidad de reservar viviendas para personas con discapacidad en los proyectos de viviendas que se acojan a la calificación de vivienda protegida, debiendo reservarse, al menos, un 4% de las viviendas totales para personas con discapacidad. Estas viviendas, cuando estén destinadas al arrendamiento, podrán adjudicarse a personas con discapacidad individualmente consideradas, unidades familiares con alguna persona con discapacidad o entidades sin ánimo de lucro del sector de la discapacidad, siempre que en este último supuesto se destinen por esas entidades a la promoción de la inclusión social de las personas con discapacidad y de la vida autónoma, como viviendas asistidas, viviendas compartidas, viviendas de apoyo, proyectos de vida independiente de personas con discapacidad o soluciones análogas.

Respecto de los edificios de valor histórico-artístico, se permite la adaptación precisa para la accesibilidad universal, sin perjuicio de la necesaria preservación de los valores objeto de protección. Cuando no sea posible el cumplimiento de alguna de las condiciones básicas de accesibilidad, se aplicarán los necesarios ajustes razonables. 

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS:

G) LA RIOJA

- Decreto 30/2018, de 20 de septiembre, por el que se regula el Plan de Vivienda de La Rioja (BOR núm. 113, de 26 de septiembre).

Como dice la exposición de motivos del decreto, este Plan de Vivienda de La Rioja 2018-2021, pretende hacer viable la aplicación en la C. A. del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, regulado por el Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo y establecer otros programas de ayudas autonómicos adicionales que complementen el Plan Estatal, todo ello en el marco de la estrategia fijada por el Estado en materia de vivienda.

En líneas generales, desarrolla ocho programas, cuales son:

a) Programa de ayuda al alquiler de vivienda.

b) Programa de ayuda a las personas en situación de desahucio o lanzamiento de su vivienda habitual.

c) Programa de fomento al parque de vivienda en alquiler.

d) Programa de fomento de mejora de la eficiencia energética y sostenibilidad en viviendas.

e) Programa de fomento de la conservación, de la mejora de la seguridad de utilización y de la accesibilidad en viviendas.

f) Programa de fomento de la regeneración y renovación urbana y rural.

g) Programa de ayuda a los jóvenes.

h) Programa de fomento de viviendas para personas mayores y personas con discapacidad.

Además de estos programas, también son actuaciones subvencionables en La Rioja, como programas autonómicos específicos, las incluidas en el programa de apoyo a la gestión del alquiler social, que tiene por objeto financiar los programas de viviendas destinadas a alquiler social de personas en riesgo de exclusión gestionados por las entidades sin ánimo de lucro y la colaboración con municipios riojanos para la redacción de proyectos y contratación de la ejecución de las obras de rehabilitación de viviendas de propiedad municipal para su destino al alojamiento de personas en riesgo de exclusión.

Complementa el Plan Estatal en el número de programas de ayudas y también en el importe económico destinado a su financiación. 

I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Ley 15/2018, de 7 de junio, de la Generalitat, de turismo, ocio y hospitalidad de la Comunitat Valenciana. (DOGV núm. 8313, de 8 de junio).

De acuerdo con el artículo 1 de esta ley, que define el objeto de la misma, se pretende una protección integral del turismo con criterios sostenibles. 

El objeto de la ley se centra la promoción y ordenación de la actividad turística de la Comunitat Valenciana y el impulso de actividades de ocio vinculadas a la misma, el fomento y modernización de su sector turístico, el impulso de la hospitalidad como elemento básico en la relación entre residentes y turistas así como proporcionar un marco normativo para la acción de las administraciones públicas de la Comunitat Valenciana que facilite la preservación y mejora de los recursos turísticos y su planificación y vertebración en el territorio.

No sólo regula la gestión turística colaborativa y corresponsable sino que, dentro del título correspondiente al desarrollo de la competitividad turística, se incluye el territorio como activo turístico así como la planificación territorial de la actividad turística. 

Este informe solamente se referirá a la ordenación territorial de la actividad turística sin mencionar ni gestión turística colaborativa y corresponsable, la ética y hospitalidad, ni a las medidas de impulso de la actividad turística y a esta última como tal.

Así, la Ley considera todo el territorio de la Comunitat Valenciana como activo turístico en cuanto que es el elemento esencial que sostiene sus componentes de excelencia, de tal manera que las AA.PP. competentes facilitarán la implantación y desarrollo racional de actividades turísticas en el territorio, plenamente compatibles con la conservación y mejora de sus valores ambientales, culturales y paisajísticos.

Apuesta por la sostenibilidad de la actividad turística, entendida como el conjunto de acciones encaminadas a fomentar un sistema de planificación turística del territorio respetuosa con el entorno y la sociedad receptora, teniendo en cuenta las repercusiones actuales y futuras, económicas, sociales y medioambientales de la actividad turística. Ello supone orientar las acciones hacia el desarrollo de una oferta turística basada en el territorio, con productos o segmentos turísticos específicos y con la participación de la población local. 

Asimismo, la política turística tendrá en cuenta los efectos del cambio climático, mediante un continuo seguimiento de la evolución del clima en la C. A. para valorar su posible impacto en la actividad turística, y viceversa.

También confirma la consideración de activo turístico de los bienes declarados de interés cultural y de relevancia local, recogidos en los catálogos locales de bienes y espacios protegidos y en el Inventario general del patrimonio cultural valenciano, así como de los espacios naturales protegidos de la C. A., y serán objeto de actuaciones de públicas dirigidas tanto a su promoción como a su preservación y utilización racional, para no poner en riesgo su sostenibilidad, debiendo primar las actuaciones de conservación y preservación sobre las de promoción.

Respecto a la ordenación turística de base territorial, en lo relativo a la planificación y estrategia turística se insta a las AA.PP. valencianas a promover y proteger los recursos turísticos, garantizando su utilización racional, cuidado y desarrollo sostenible así como la inclusión en los instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico de medidas específicas para su protección y promoción.

Por esta razón, en la tramitación de los instrumentos urbanísticos de planeamiento, o de sus modificaciones, que contemplen explícitamente, o posibiliten, la clasificación y zonificación de suelos para la implantación de actividades turísticas se requerirá el informe preceptivo del departamento del Consell competente en materia de turismo.

A este departamento, con la participación de los municipios y los agentes turísticos, corresponde la formulación y redacción del plan estratégico del turismo de la C. A., como instrumento básico de la ordenación de los recursos turísticos valencianos, y los programas de actuación anuales o plurianuales dirigidos a sectores, productos, destinos y ámbitos de gestión turística de actuación preferente para la administración turística.

La Ley faculta a los municipios a elaborar un plan de ordenación de los recursos turísticos (PORT), cuyo objeto es la regulación en el planeamiento, ejecución y gestión de los sistemas generales de las infraestructuras, equipamientos, servicios y actividades de explotación de recursos en el ámbito de la ordenación turística. Estos planes podrán delimitar zonas y ámbitos turísticos y de protección, delimitar los recursos turísticos, establecer la densidad global máxima de población, las plazas de alojamiento totales, fijar su tamaño y características y establecer parámetros mínimos o máximos de superficie, volumetría, edificabilidad y equipamientos. Las conclusiones de este PORT podrán incorporarse al PGOU y desarrollarán la normativa de gestión específica relativa a los recursos y ámbitos de planificación que ordenen, adaptando la normativa urbanística vigente a estas conclusiones.

También están facultados los municipios para aprobar planes de intervención en ámbitos turísticos (PIAT), que delimiten zonas turísticas saturadas o maduras de acuerdo con los criterios legalmente establecidos, así como las excepciones que, por su ubicación o características especiales, así lo aconsejen.

Además, la administración local competente acreditará la compatibilidad urbanística de las empresas y establecimientos de alojamiento turístico de su término municipal.

K) CASTILLA LA MANCHA

- Ley 4/2018, de 8 de octubre, para una Sociedad libre de violencia de género en Castilla-La Mancha. (DOCLM núm. 201, de 15 de octubre).

Esta Ley, que tiene por objeto actuar frente a la violencia de género que, como manifestación de la desigualdad, la discriminación y las relaciones de poder asimétricas entre mujeres y hombres, se ejerce sobre éstas por el solo hecho de serlo, regula la adopción de medidas integrales para detectar, prevenir, formar y sensibilizar, proteger a las mujeres víctimas de violencia de género, investigar a través de planes estratégicos de igualdad y se impone la responsabilidad institucional para erradicar la violencia de género.

Evidentemente son muchas las medidas reguladas en la materia, pero la que interesa a efectos del contenido de este informe es la prevista en el art. 27, como una medida de fomento de la autonomía personal y social. 

Dispone la obligación del Gobierno de Castilla-La Mancha de adoptar medidas para favorecer la disposición para las mujeres víctimas de violencia de género de una vivienda digna y adecuada, a tal efecto se compromete a promover en el marco de la legislación vigente:

a) El acceso preferente en la adjudicación de viviendas de iniciativa pública regional y viviendas de promoción pública y de resultar necesario por su precaria capacidad económica, al régimen de ayudas para poder acceder a las mismas, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

b) El derecho preferente en la adjudicación de viviendas con protección pública de las mujeres víctimas de violencia de género con discapacidad reconocida de al menos el 33%, en caso de precariedad económica, a una vivienda adaptada a sus necesidades.

c) La priorización en el acceso a las ayudas en materia de arrendamiento de viviendas y en la adjudicación de recursos habitacionales de titularidad de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.

N) EXTREMADURA

- Decreto 80/2018, de 12 de junio, por el que se regulan las disposiciones relativas a la presentación de declaraciones responsables o comunicaciones para el inicio y ejercicio de actividades industriales en la Comunidad Autónoma de Extremadura, así como su control, y se establecen las normas para su tramitación por medios electrónicos. (DOE núm. 117, de 18 de junio).

Este decreto tiene por objeto el establecimiento de las disposiciones que regulan la presentación ante el órgano competente en materia de ordenación industrial, de las declaraciones responsables y comunicaciones para el inicio del ejercicio de actividades industriales o del derecho de utilización de productos industriales, a los que de acuerdo con lo establecido en la legislación vigente en materia de seguridad industrial les son de aplicación cualesquiera de los dos regímenes administrativos indicados. 

Desarrolla las condiciones para la modificación de los datos comunicados de las actividades industriales o en el uso de productos industriales, incluyendo el cese total de ejercicio de dichas actividades o derechos, y determina el contenido y las condiciones de desarrollo e implantación de los modelos oficiales de declaraciones responsables y comunicaciones aplicables para la realización de los actos y trámites indicados en los dos apartados anteriores. 

También define las actuaciones de carácter administrativo a realizar a partir de las declaraciones o comunicaciones presentadas, así como las actuaciones de control del cumplimiento de los requisitos para el ejercicio de las actividades o derechos objeto de este decreto, que serán realizadas por la Dirección General competente en materia de ordenación industrial, a través de los Servicios Territoriales dependientes de la misma en el ámbito geográfico de la provincia correspondiente.

Obliga a la tramitación por medios electrónicos. 

Establece el listado de actividades industriales que se someten al régimen de declaración responsable y comunicación previa para el inicio y ejercicio de la actividad. 

También regula el contenido de los modelos oficiales de documentos.

- Ley 7/2018, de 2 de agosto, extremeña de grandes instalaciones de ocio. (DOE núm. 152, de 6 de agosto).

Esta Ley establece un régimen jurídico especial y específico para el establecimiento en Extremadura de grandes instalaciones de ocio, y las actividades económicas que tengan relación con el mismo, en tanto que contribuyen a la dinamización, desarrollo relevante de la economía regional en términos de empleo, riqueza y sostenibilidad, de manera que su implantación se ejecute en el marco del planeamiento urbanístico y de sostenibilidad ambiental.

Se consideran grandes instalaciones de ocio (GIO), a las que resulta de aplicación este régimen jurídico específico “las iniciativas empresariales privadas que incluyan un complejo destinado a ubicar actividades de ocio, recreativas, deportivas, culturales, comerciales y hoteleras, además del juego de azar, con sus servicios complementarios correspondientes que, sin perjuicio de la eventual diversidad de titularidad o la gestión de las distintas actividades económicas singulares, formen una unidad de explotación integral”.

Deben reunir, al menos, los requisitos siguientes: superficie mínima de 300 hectáreas, y disposición efectiva por el promotor de dos tercios; inversión global del proyecto de al menos mil millones de euros; creación de 2.000 puestos de trabajo directos en las actividades económicas ubicadas en la GIO y 3.000 plazas de alojamiento hotelero; solvencia financiera de la entidad promotora solicitante mediante la constitución de garantía financiera provisional de, al menos, 10 millones de euros; ejecución material del proyecto en 5 años máximo. 

Los usos urbanísticos del suelo propuestos para la gran instalación sólo serán terciario, dotacional y residencial, sin que la edificabilidad destinada al uso residencial supere más de un 20% del total de la actuación. 

Tiene que delimitar un espacio singular destinado a la preservación de biodiversidad autóctona, que suponga al menos un 10 % del total del suelo dedicado al Proyecto.

Pueden ser entidades promotoras de GIO quienes ostenten capacidad y solvencia suficientes para la efectiva ejecución material del proyecto, tengan una estrategia de cumplimento corporativo de responsabilidad corporativa, y no incurran en ninguna de las prohibiciones previstas en la legislación de contratos del sector público, subvenciones y juego.

Esta Ley regula el contenido y documentación que debe presentarse con la solicitud y su tramitación. Al efecto se constituirá una comisión interadministrativa especial, que examinará la solicitud y la documentación y emitirá un informe técnico expreso sobre la concurrencia de los requisitos objetivos del proyecto, con audiencia a los municipios afectados e información pública.

La calificación como GIO corresponde al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura, cuya declaración incluirá detalladamente las actividades, usos y, en su caso, juegos autorizados que comprende y las condiciones de su explotación, así como un cronograma de ejecución en sus distintas fases. 

La entidad titular de la calificación de GIO será titular de los derechos y obligaciones derivados de la misma, sin perjuicio de la cesión o transmisión total o parcial de la explotación de sus actividades singulares; los terceros subrogarán en el cumplimiento de los deberes y obligaciones de ella derivados, previa autorización expresa de la Junta de Extremadura.

El titular de la calificación de GIO responderá directamente ante la Junta de la correcta culminación del proyecto. 

La Calificación de GIO tiene los efectos siguientes:

1. obliga a la Administración otorgante a promover ante el resto de las Administraciones Públicas competentes, la cooperación y colaboración necesarias para el ejercicio de las competencias respectivas en materia de recursos hidrológicos, infraestructuras, energía, telecomunicaciones, o cualesquiera otras que coadyuven a la efectiva culminación de la GIO.

2. conllevará la aplicación de procedimiento de urgencia en la tramitación de los procedimientos administrativos relativos al mismo y previstos en la normativa autonómica, de acuerdo con el artículo 33 de la Ley 39/2015, reduciéndose los plazos a la mitad.

3. constitución automática, como fianza definitiva para todos los efectos del proyecto, de la fianza provisional depositada junto con la solicitud.

4. implica la suspensión automática de las licencias urbanísticas previas, así como del otorgamiento de nuevas licencias en el ámbito afectado y en el supuesto de que la ejecución del Proyecto de GIO lleve aparejada una alteración del planeamiento territorial o urbanístico, se reducirán a la mitad los plazos establecidos legalmente en materia de tramitación, aprobación y ejecución del planeamiento urbanístico.

5. otorga el carácter de interés prioritario en el ejercicio de la competencia exclusiva en materia de fomento del desarrollo económico de la C. A. y con el fin de promover el desarrollo y expansión del sector empresarial en la región, a efectos de lo previsto en la Ley 9/2002, de Impulso a la Localización Industrial de Extremadura.

6. implica la declaración de utilidad pública e interés social, así como la necesidad y urgencia de la ocupación de los bienes y derechos afectados relacionados, el establecimiento o ampliación de servidumbres de paso para vías de acceso, líneas de transporte y distribución de energía, y canalizaciones de líquidos o gases, de conformidad con la normativa vigente. Se reconoce al titular de la calificación de GIO la condición de beneficiario de la expropiación, y ésta se llevará a cabo por el procedimiento de tasación conjunta.

7. implica la aprobación inicial del Plan de Ordenación con incidencia territorial y ejecución de las grandes Instalaciones de ocio, con el fin de habilitar la transformación urbanística de los terrenos necesarios para la ejecución del proyecto correspondiente.

El Plan de Ordenación con incidencia territorial y ejecución de las grandes instalaciones de ocio, establecerá la clasificación y calificación urbanística necesarias para implantar las actividades proyectadas, quedando el suelo afecto al destino resultante de aquellas. Las construcciones, instalaciones y usos serán autorizadas siempre que se adecuen al mismo y, en su caso, a la normativa específica que le sea de aplicación. 

Deberá reservarse al menos el 30 % del total de la edificabilidad residencial a materializar en el ámbito de actuación a la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, pudiendo optarse motivadamente por su establecimiento discontinuo en el núcleo principal o su sustitución por el pago de su valor en metálico, incorporándose en este último caso los recursos obtenidos al PPS.

La aprobación definitiva de la clasificación y calificación urbanísticas, mediante el Plan de Ordenación con incidencia territorial y ejecución de las GIO, producirá los efectos propios de la de los planes urbanísticos y determinará el desplazamiento de las determinaciones y normas de planeamiento municipal que resulten incompatibles.

La aprobación definitiva del Plan de Ordenación con incidencia territorial y ejecución de las GIO acordar la suspensión, total o parcial, de la vigencia de los planes de ordenación urbanística cuando éstos se encuentren afectados por determinaciones de aquel. El acuerdo de suspensión determinará el ámbito territorial y el alcance de la medida, y conllevará la suspensión del otorgamiento de licencias urbanísticas de parcelación, edificación y demolición, así como de implantación, desarrollo y cambio objetivo de usos en el referido ámbito territorial.

Los municipios afectados están obligados a tramitar una adaptación del planeamiento en el plazo de un año a contar desde la aprobación definitiva de la ordenación urbanística. Esta adaptación no interrumpirá o suspenderá la continuación de la tramitación del Proyecto, o el inicio de las obras o instalaciones previstas. 

La Ley también impone obligaciones específicas del titular de la Calificación de Gran instalación de Ocio. Además de destinar los terrenos a la ejecución del proyecto definido en el Plan de Ordenación en los plazos establecidos en la calificación, de conformidad con su clasificación y calificación urbanísticas, la entidad titular de la Calificación, tras la aprobación definitiva del Plan de Ordenación, asume específicamente las siguientes obligaciones en materia urbanística:

a) Ostentará la condición de agente urbanizador, asumiendo las obligaciones y derechos inherentes a tal cualidad.

b) Ejecutará a su costa todas las obras de urbanización previstas en la actuación correspondiente, así como las infraestructuras de conexión con las redes generales de servicios y las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la actuación que ésta demande, por su dimensión y características específicas, sin perjuicio del derecho a reintegrarse de los gastos de instalación de las redes de servicios con cargo a sus empresas prestadoras.

c) Entregará a la Administración competente, junto con el suelo correspondiente, las obras e infraestructuras que deban formar parte del dominio público como soporte inmueble de las instalaciones propias de cualesquiera redes de dotaciones y servicios, así como también dichas instalaciones cuando estén destinadas a la prestación de servicios de titularidad pública.

d) Entregará a la Administración Local del ámbito de actuación, libre y gratuitamente, la superficie de suelo libre de cargas de urbanización precisa para materializar el 5% del aprovechamiento del sector, admitiéndose la sustitución económica.

e) Conservará el suelo y las construcciones en las condiciones legales de seguridad, salubridad, accesibilidad universal, ornato, y las demás que exijan las leyes para servir de soporte a dichos usos.

f) Garantizará el realojamiento de las personas ocupantes legales que se precise desalojar de inmuebles situados dentro del área de la actuación y que constituyan su residencia habitual, así como el retorno, cuando tengan derecho a él.

g) Indemnizará a los titulares de derechos sobre las construcciones y edificaciones que deban ser demolidas y las obras, instalaciones, plantaciones y sembrados que no puedan conservarse.

h) Se constituirá obligatoriamente en Entidad de Conservación, una vez ejecutadas las obras de urbanización.

La ejecución de las obras de construcción del Complejo de ocio comenzara en 6 meses, a contar desde el día siguiente a la publicación en el DOE del Plan de Ordenación, sin que el plazo de ejecución exceda de 5 años desde el comienzo, excepto prórroga autorizada. El funcionamiento de, al menos el 50% de las instalaciones del complejo, se realizará en el plazo máximo de 6 meses desde la finalización de las obras, y en un año el de la totalidad de las obras.

El decreto regula el régimen jurídico especial en materia de juegos, horarios comerciales y otras materias que no interesan al contenido de este informe.

Sí resultan de interés la revocación por caducidad de la Calificación de Gran instalación de ocio, que, previa la tramitación de un procedimiento contradictorio, puede versar sobre alguna de las siguientes causas:

- la inactividad de la entidad interesada por más de & meses en la realización de trámites y actuaciones necesarias para la ejecución material del proyecto,

- el incumplimiento de las condiciones establecidas en la declaración de calificación GIO, 

- otras causas sobrevenidas objetivas y ajenas a la entidad titular de la GIO que revelen, objetiva y manifiestamente, la inviabilidad del proyecto.

- incumplimiento de los plazos de inicio de la ejecución previstos.

- falta de culminación de las obras de urbanización e infraestructuras de conexión de la GIO y de los elementos estructurales de la urbanización, una vez excedido en un 50% al doble del previsto en el programa de implantación.

- falta de apertura al público de, al menos, el 30% de las instalaciones que a estos efectos se señalen en el Proyecto, que representen un mínimo del 25% de la inversión comprometida.

- indebida sustitución o subrogación de tercero en la posición jurídica de la entidad titular de la autorización de la GIO.

- Decreto 135/2018, de 1 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento que regula las normas de accesibilidad universal en la edificación, espacios públicos urbanizados, espacios públicos naturales y el transporte en la Comunidad Autónoma de Extremadura. (DOE núm. 155, de 9 de agosto).

Al igual que en otras CC. AA. Este decreto recoge una serie de medidas de accesibilidad universal, tales como, el apoyo animal, la señalización y comunicación y la accesibilidad en el transporte, pero, en lo que al contenido de este informe se refiere, nos centraremos en la accesibilidad en la edificación y la accesibilidad en los espacios públicos urbanizados y naturales.

En cuanto a la accesibilidad en la edificación, el decreto se aplica a los edificios y establecimientos de uso público, tanto de titularidad pública como de titularidad privada, y a las zonas comunes de los edificios de uso residencial de vivienda.

Distingue medidas de accesibilidad en el exterior del edificio y entre plantas del edificio. También regula las características y dotación de elementos accesibles (puertas, escaleras, rampas, ascensores plataformas elevadoras inclinadas, servicios higiénicos, mobiliario e instalaciones, piscinas o plazas de aparcamiento), que deben cumplimentarse en la obtención de una licencia de edificación.

El decreto prevé la reserva de viviendas accesibles, de forma progresiva y proporcional a la demanda y al número de viviendas de la promoción. En función de la existencia o no demandantes de vivienda con discapacidad oficialmente reconocida, la reserva mínima de viviendas accesibles se obtiene por medio de una tabla, que resulta de aplicar un porcentaje si las viviendas son iguales o superiores a 25 o menores de 25 viviendas, y si son con o sin solicitante.

Cuando por la aplicación de estos porcentajes no se obtenga un número entero de viviendas, se aproximará a la unidad a partir de 0,5.

Se crea el Registro extremeño de vivienda accesible protegida y sus solicitantes con el objeto de adecuar la reserva de este tipo de viviendas a la demanda, conforme a su normativa reguladora. Este Registro será único para toda la C. A. y estará adscrito al órgano que gestione los planes autonómicos de vivienda de la consejería competente. En él se anotarán todas las solicitudes de vivienda accesible realizadas por las personas con discapacidad oficialmente reconocida, así como las viviendas accesibles con algún tipo de protección pública que se construyan en la C. A.

Los promotores de viviendas con algún tipo de protección oficial, sean públicos o privados, deben adecuar los proyectos al número y tipo de viviendas accesibles a reservar en base a los solicitantes inscritos en el registro de viviendas, debiendo solicitar al órgano que gestione el Registro comunicación del número de solicitantes y tipo de discapacidad en la localidad en la que pretenden realizar la promoción, al objeto de adecuar sus proyectos a la demanda. 

El decreto, igualmente, regula las características que deben tener las viviendas accesibles, en función de la discapacidad de las personas a quienes están destinadas.

En cuanto a la accesibilidad en los espacios públicos urbanizados y naturales, el decreto es de aplicación a los espacios públicos urbanizados, los equipamientos comunitarios en dichos espacios, las instalaciones de servicios públicos en esos espacios y el mobiliario urbano.

Regula las condiciones que deben cumplir los itinerarios peatonales accesibles, las áreas de estancia o los elementos de la urbanización (pavimentos, rejillas, vados, rampas, escaleras, ascensores o zonas ajardinadas), los cruces entre itinerarios peatonales e itinerarios vehiculares, etc…

Respecto de los espacios naturales, el decreto es aplicable a toda actuación que se acometa en zonas de uso público de los espacios públicos naturales con valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, científicos o paisajísticos, u otros que ofrezcan un servicio público, siempre que se pueda llegar a ellos por un itinerario peatonal accesible o con medios de transporte ordinarios.

Las zonas de uso público de los espacios públicos naturales se proyectarán, construirán, utilizarán y mantendrán de acuerdo tanto con lo establecido en la normativa nacional y autonómica en materia de accesibilidad, en aquello que sea compatible con sus características y con su grado de protección. Asimismo, el decreto prevé una serie de condiciones particulares de manera que todas las actuaciones que se acometan en las instalaciones, edificios, infraestructuras, dotaciones y servicios de tipo fijo o eventual, de un espacio natural a disposición del público en general, deberán garantizar que los mismos sean accesibles, y que estén comunicadas con el acceso accesible o aparcamiento accesible y entre sí, al menos a través de un itinerario peatonal accesible.

- Ley 9/2018, de 30 de octubre, de sociedades cooperativas de Extremadura (DOE núm. 213, de 2 de noviembre).

Esta extensísima Ley de 197 artículos regula las cooperativas de vivienda en los artículos 158 y siguientes, y las define como las que asocian a personas físicas que precisen alojamiento para sí y sus familiares y/o locales, sin perjuicio de que también puedan ser socios los entes públicos y las sociedades cooperativas, así como las entidades sin ánimo de lucro mercantil, que precisen locales en los que puedan desarrollar sus actividades. 

El objeto de estas cooperativas es procurar a sus socios vivienda y/o locales. También pueden tener por objeto, incluso único, procurar edificaciones e instalaciones complementarias para el uso de viviendas y locales de los socios, la conservación y administración de viviendas y locales, elementos, zonas o edificaciones e instalaciones complementarias; la construcción de viviendas para cederlas a los socios mediante el régimen de uso y disfrute, ya sean para uso habitual y permanente, ya sean para descanso o vacaciones, ya sean destinadas a residencias para personas de la tercera edad o con diversidad funcional.

Las sociedades cooperativas de viviendas pueden adquirir, parcelar y urbanizar terrenos y, en general, desarrollar cuantas actividades y trabajos sean necesarios para el cumplimiento de su actividad cooperativizada y objeto social.

Ninguna persona física podrá ser simultáneamente titular de más de dos viviendas de promoción cooperativa.

Esta ley prevé normas específicas para el caso de construcción por fases o promociones. En estos casos, la cooperativa está obligada a llevar una contabilidad independiente por cada una de las fases o promociones, sin perjuicio de la general de la sociedad cooperativa.

Los estatutos de la sociedad cooperativa identificarán cada una de las fases o promociones. Cada fase se identificará con una denominación específica que deberá figurar de forma clara y destacada en toda la documentación relativa a la misma, incluidos permisos o licencias administrativas y cualquier contrato celebrado.

Por cada fase o promoción, deben constituirse juntas especiales de socios, cuyas respectivas facultades se regularán por los estatutos, respetando las competencias propias de la asamblea general sobre las operaciones y compromisos comunes de la sociedad cooperativa y sobre lo que afecte a más de un patrimonio separado o a los derechos u obligaciones de los socios no adscritos a la fase o bloque respectivo.

Los socios integrados en una fase o promoción no se verán afectados por las responsabilidades económicas de las demás fases o promociones.

O) ISLAS BALEARES

- Ley 5/2018, de 19 de junio, de la vivienda de las Illes Balears. (BOIB núm. 78, de 26 de junio).

Esta ley se avanza en el proceso de desarrollo normativo de la C. A. en materia de vivienda, después de que el Gobierno balear promulgara disposiciones normativas complementarias de los diferentes planes estatales de vivienda, así como la Ley 5/2008, de 14 de mayo, de actuaciones urgentes destinadas a la obtención de suelo para viviendas de protección pública.

Esta ley pretende dar respuesta a la realidad social actual, sin obviar el hecho de que una política pública tiene que contener acciones estructurales y no sólo coyunturales. Permite dar una respuesta integral y coherente para atender la problemática de la vivienda con carácter general. Prevé futuras necesidades de vivienda para una población cada vez más envejecida y también diseña políticas de formas alternativas de vivienda, como son las viviendas tuteladas con espacios y/o servicios comunes.

Se estructura en nueve títulos:

· Título I, sobre disposiciones generales aplicables, concreta los principios rectores, definiciones, y la consideración de la política de vivienda como un servicio de interés general. Define la figura del “gran tenedor de vivienda”.

Garantiza la presencia de la vivienda en las políticas públicas y, entre otros, en los instrumentos de planificación urbanística.

Prevé la importancia social esencial de la vivienda y reconoce el derecho a disponer de una vivienda y a mantenerla y la garantía frente al lanzamiento por ejecución de hipotecas.

· Título II, regula la distribución de competencias entre las diferentes administraciones públicas en materia de vivienda.

· Título III regula todo lo relacionado con las condiciones de la vivienda en un sentido amplio: condiciones físicas relativas a los parámetros de calidad, diseño y habitabilidad y el alcance del deber de conservación y rehabilitación, con el objeto de facilitar una adaptación efectiva y realista de las viviendas a las necesidades de la población.

· Título IV, se refiere a la política de protección y promoción de la vivienda, incluyendo medidas novedosas tales como el fomento de los sistemas de mediación extrajudicial o el arrendamiento derivado de procesos hipotecarios.

En cuanto a las medidas de promoción, regula los mecanismos del Gobierno balear para atender a la población con dificultades para acceder a una vivienda o para mantenerse en ella. Establece ayudas y prestaciones diversas, un programa de cesión de viviendas que facilita la gestión temporal de las viviendas de propietarios interesados en tener un alquiler estable, viviendas de inserción, convenios de colaboración con grandes tenedores.

Se crea el Servicio de Acompañamiento en materia de vivienda, para dar apoyo a las personas que necesitan asesoramiento y atención en materia de vivienda.

También regula la problemática de las viviendas desocupadas, prevé medidas para evitar la desocupación y establece la obligación de colaborar en su detección, complementado con medidas positivas de fomento de la ocupación.

Se crea un registro de viviendas desocupadas, con la obligación de los grandes tenedores de inscribir todas las viviendas desocupadas de que dispongan. La información del registro se completará con medidas de fomento del parque de vivienda en régimen de alquiler.

La ley también prevé la cesión obligatoria de las viviendas desocupadas de los grandes tenedores a la gestión pública, de manera que se garantice su alquiler si hay una demanda de vivienda insatisfecha en la misma población. Las medidas se podrán complementar con actuaciones de carácter fiscal, tanto estatales como, en su caso, autonómicas, que permitan incentivar la ocupación o penalizar la desocupación. 

Este capítulo regula los casos de la denominada “garantía del mantenimiento de los suministros básicos”, las situaciones que se tienen que proteger y los mecanismos para hacerlo, y se crea un fondo de atención solidaria.

· Los Títulos V y VI regulan la creación de sendas Mesas: la autonómica de la vivienda y la Mesa para la garantía del mantenimiento de los suministros básicos. Ambas de consulta no preceptiva de debate y asesoramiento en cada una de las materias que constituyen su objeto.

· El Título VII regula la obligación de depositar de las fianzas de arrendamiento y, a tal efecto, se crea el Registro de fianzas de contratos de arrendamiento de fincas urbanas. Es obligatorio el depósito de la fianza, en aplicación de lo dispuesto en la D. A. 3ª de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos. Simultáneamente, la Ley define otras medidas para garantizar el cumplimiento efectivo de esta obligación.

· El Título IX regula el régimen sancionador.

· El Título VIII se aborda el régimen jurídico de la vivienda protegida, por primera vez en el ordenamiento jurídico balear.

Me detendré en este título. 

Dividido en dos capítulos, en el primero se regula el concepto de vivienda protegida, los tipos de promoción, su destino, los precios, el visado obligatorio, la publicidad y la obligatoriedad de inscripción en el Registro de la Propiedad de los contratos de compraventa, y su calificación. La ley también prevé la creación del Registro público de viviendas protegidas como herramienta de gestión y control de este parque específico; paralelamente, el Registro público de demandantes tiene como finalidad la gestión y el control de las adjudicaciones de estas viviendas.

La Ley considera “viviendas protegidas” las calificadas de protección oficial, tanto si son de promoción pública como privada, al amparo del R. D. Ley 31/1978, sobre política de viviendas de protección oficial; las que así se declaren expresamente en virtud de normativa específica o norma de desarrollo de planes de vivienda de ámbito estatal o autonómico.

En todo caso, para que una vivienda se califique como protegida tiene que cumplir, como mínimo, dos requisitos: su destino es el domicilio habitual y permanente, sin que pueda ser destinada a segunda residencia o a cualquier otro uso, y tiene que estar sometida a un precio máximo de venta y renta en función de la superficie útil total de la vivienda y del resto de requisitos que se puedan establecer reglamentariamente.

Las viviendas protegidas pueden ser de promoción pública o privada.

Para que una vivienda pueda ser reconocida como protegida es necesario obtener la correspondiente calificación de vivienda protegida, que es una declaración administrativa por la que una vivienda, un anexo o un local puede tener acceso a los beneficios y asume las limitaciones propias del régimen de protección correspondiente.

Estas viviendas no pueden estar ocupadas ni usadas hasta que no hayan obtenido la calificación definitiva, salvo las excepciones que se puedan establecer reglamentariamente.

Los contratos de compraventa y los contratos de arrendamiento de las viviendas protegidas así como de sus anexos deben presentarse para ser visados ante la consejería competente en materia de vivienda en el plazo de treinta días a contar desde su formalización. El visado tiene por objeto comprobar el cumplimiento de los requisitos para la adquisición o el arrendamiento de una vivienda protegida y sus anexos vinculados. Es preceptivo en la transmisión de cualquier derecho o cesión total o parcial del uso de la vivienda por cualquier título admitido en derecho. Son obligados a la presentación de la solicitud del visado los promotores, en la primera transmisión, y, en la segunda y posteriores transmisiones, el adquiriente; y, en caso de arrendamiento u otros derechos, la parte arrendadora o titular de la vivienda. Si los contratos no han sido visados no podrán ser elevados a escritura pública ni ser objeto de inscripción en el Registro de la Propiedad.

El régimen legal de protección es permanente, sin posibilidad de descalificación voluntaria.

Los promotores de viviendas protegidas están obligados a elevar a escritura pública, en el plazo de tres meses a contar desde la fecha de la calificación definitiva, los contratos de compraventa formalizados con anterioridad a la calificación definitiva. También están obligados a inscribir en el Registro de la Propiedad la calificación definitiva de las viviendas. 

En ningún caso pueden adquirirse por silencio administrativo derechos relacionados con las viviendas con protección pública en contra de lo que dispone la ley y la normativa de desarrollo.

La ley regula el Registro público de demandantes de viviendas protegidas y el Registro de viviendas protegidas de las Illes Balears. Este último, de titularidad pública, gratuito y de naturaleza administrativa, tiene por objeto facilitar la gestión y el control del parque de viviendas protegidas así como de sus primeras y posteriores transmisiones.

El segundo capítulo se refiere a las potestades sobre la vivienda protegida, tales como, el derecho de adquisición preferente, los derechos de tanteo y retracto, el desahucio administrativo y la expropiación forzosa.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

Respecto de las novedades jurisprudenciales, aunque en este periodo se ha procedido a la publicación de varias sentencias del Tribunal Constitucional en relación con los recursos interpuestos contra la Ley 8/2013, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, o referentes a las leyes autonómicas de vivienda, fundamentalmente sobre la desocupación de las viviendas, e incluso en lo relativo a las leyes autonómicas sobre colegiación, en lo relativo a la colegiación del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con me limitaré a su enumeración porque no son sino reiteración de otras que ya han sido comentadas en anteriores informes y para cuyo fallo el TC aplica la doctrina que ha ido creando en la materia. Así:

1. Sentencia 32/2018, de 12 de abril, que estima parcialmente el recurso de inconstitucionalidad 7357/2013, interpuesto por el Presidente del Gobierno respecto del artículo 1 y la disposición adiciona primera de la Ley andaluza 4/2013, de 1 de octubre, de medidas para asegurar el cumplimiento de la función social de la vivienda. (BOE núm. 124, de 22 de mayo), que declara que la inconstitucionalidad y nulidad de la disposición adicional primera de la Ley 4/2013, de 1 de octubre, de la C. A., de medidas para asegurar el cumplimiento de la función social de la vivienda, y desestima el recurso en todo lo demás.

2. Sentencia 75/2018, de 5 de julio, que desestima el recurso de inconstitucionalidad 1976/2014, interpuesto por el Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid en relación con diversos preceptos de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, (BOE núm. 189, de 6 de agosto). Previa declaración de extinción parcial de la impugnación, considera constitucionales los preceptos legales que establecen el régimen del silencio negativo para determinados actos de uso del suelo.

3. Sentencia 82/2018, de 16 de julio, que resuelve la cuestión de inconstitucionalidad planteada por el JCA nº 1 de Santander respecto a los apartados 2 y 3 del art. 17.2 de la Ley 1/2001, de colegios profesionales de Cantabria, en la redacción dada por la Ley 5/2011. (BOE núm. 199, de 17 de agosto de 2018). Resume los criterios jurisprudenciales a tener en cuenta por las Comunidades Autónomas para dictar leyes sobre una materia cuyas legislación básica corresponde al Estado.

4. Sentencia 97/2018, de 19 de septiembre , que estima parcialmente el recurso de inconstitucionalidad 1643/2016, interpuesto por la Presidenta del Gobierno en funciones respecto de diversos preceptos de la Ley 3/2015, de 18 de junio, de vivienda del País Vasco. (BOE núm. 247, de 12 de octubre). Declara la inconstitucionalidad de los artículos 9.4, 74 y 75.3 de dicha Ley.

5. Sentencia 106/2018, de 4 de octubre , que estima parcialmente el recurso de inconstitucionalidad 5659/2016, interpuesto por la Presidenta del Gobierno en funciones respecto de diversos preceptos de la Ley 2/2017, de 17 de febrero, de emergencia social de la vivienda de Extremadura. (BOE núm. 264, de 1 de noviembre). Declara la inconstitucionalidad y nulidad del artículo 2 y la disposición transitoria primera de la Ley 2/2017.

2.- TRIBUNAL SUPREMO

En lo que se refiere al Tribunal Supremo he incluido sentencias que han fijado doctrina en materias diversas tales como la independencia de los procedimientos de restablecimiento de la legalidad urbanística y de licencia para la legalización; la diferencia entre el Estudio Económico Financiero de un plan y la necesidad de informe de sostenibilidad económica; aplicación del principio de integridad forestal para no procede a la reclasificación de suelos forestales después de ocurrido un incendio.

También se incluye una sentencia que considera de interés casacional la ejecución subsidiaria de obligaciones como el abono del justiprecio, con cargo a unos avales constituidos en garantía de la actuación urbanística colaboradora por una Junta de Compensación  que no está inscrita en el correspondiente Registro público.

- Sentencia 892/2018, de 31 de mayo, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestimó un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Madrid, que estimó un recurso de apelación y revocó la sentencia de instancia, desestimando el recurso contencioso-administrativo contra la denegación de una licencia urbanística para acondicionamiento puntual de una finca. (LA LEY 59149/2018)

El acto recurrido se refería a una denegación de una licencia urbanística para acondicionamiento de un piso en Madrid, por incumplimiento de la normativa local y autonómica. Desestimado el recurso de reposición e interpuesto recurso contencioso-administrativo, éste fue estimado y la resolución recurrida anulada y dejada sin efecto. 

Esta sentencia fijó los hechos en los términos indicados por la inspección urbanística municipal que corrobora la realización de obras sin la oportuna licencia. El Ayuntamiento de Madrid otorga dos meses para que el interesado presente la documentación correspondiente para tramitar la oportuna licencia de legalización de obras. Esta documentación resulta deficiente y se procede a la denegación de la licencia. En tanto se resuelve el recurso de reposición interpuesto, en expediente separado, se declara caducado el expediente de protección de la legalidad urbanística y, posteriormente, se ordena la demolición.

La sentencia de instancia considera que se ha producido la caducidad del expediente al haber transcurrido en exceso los diez meses que establece la legislación autonómica, razón por la que anula la denegación de la licencia urbanística.

El Ayuntamiento de Madrid interpone recurso de apelación, que el TSJ estima, revocando la sentencia de instancia y estimando parcialmente el recurso contencioso-administrativo porque entiende que el incumplimiento del plazo legal de caducidad de 10 meses que supuso la declaración de caducidad del procedimiento de restablecimiento del orden urbanístico infringido y la orden de demolición, no implicaba la caducidad del procedimiento de licencia urbanística, que es autónomo, que tiene sus propios plazos de resolución y que, en caso de incumplimiento, resulta operativo el instituto del silencio administrativo.

La empresa solicitante de la licencia interpone recurso de casación porque entiende que cuando se está incurso en un procedimiento de restablecimiento de la legalidad urbanística, el procedimiento de otorgamiento de la licencia no es un procedimiento autónomo e independiente de aquél. 

El TS en el fundamento séptimo de la sentencia aclara que “(…) hemos de partir de la base de que el procedimiento de legalización mediante la solicitud de la oportuna licencia, da lugar a la tramitación de un procedimiento autónomo insertado en el procedimiento principal de restauración de la legalidad urbanística que, si concluye con la concesión de la licencia da lugar al archivo del procedimiento principal, mientras que si, como ocurre en el presente caso, se dicta resolución denegatoria de la licencia por no ajustarse lo construido o proyectado a la legalidad urbanística, tendría el efecto de permitir continuar el procedimiento principal hasta adoptar la decisión de restablecer el orden urbanístico infringido.

Que tal procedimiento, en el que se incluye el procedimiento específico de otorgamiento o de la licencia, supere el plazo legal de tramitación, dará lugar a la caducidad del mismo, pero sus efectos no podrán extenderse a la resolución sobre la legalización o no de las obras mediante licencia, acto que puede ser objeto de impugnación autónoma, tanto si es expreso, como en el caso debatido, como si resulta ser presunto.

En definitiva, en un procedimiento iniciado de oficio por la Administración cuando constata que se han realizado obras sin licencia o excediendo su contenido, procedimiento que, superado su plazo máximo de tramitación produce el efecto de la caducidad, se inserta un procedimiento iniciado a instancia del interesado, la solicitud de una licencia, cuya plazo máximo de resolución provoca el silencio administrativo, una vez superado el plazo de tres meses previsto expresamente en el art. 46.1 de la Ordenanza Municipal de Tramitación de Licencias Urbanísticas.!

Por esta razón, el fundamento octavo de la sentencia declara como doctrina jurisprudencial que, “por razón de la autonomía del procedimiento encaminado a obtener la licencia de legalización de las obras realizadas, resulta viable la aplicación al mismo de las reglas del silencio administrativo, pese a la declaración de caducidad del expediente de restauración de la legalidad urbanística en que dicho procedimiento se encuentra incurso, declaración que afectaría, en su caso, a la orden de demolición”.

Por esta razón desestima el recurso de casación y ratifica la sentencia dictada en apelación.

- Sentencia 952/2018, de 7 de junio, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestimó un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Cataluña, que estimó parcialmente recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo por el que se aprobó definitivamente una modificación puntual de normas subsidiarias. (LA LEY 65641/2018)

La sentencia de instancia analiza la viabilidad económica del instrumento de planeamiento e indica que el factor económico debe examinarse “con ocasión y en la ubicación temporal de la figura de planeamiento o instrumento de gestión urbanística de su razón y concretamente a las alturas del ejercicio de las correspondientes competencias urbanísticas, esto es, en el acto de aprobación definitiva”. Añade que “la viabilidad económica que se trata de hacer patente con ese documento no sólo debe existir como documento esencial de planeamiento urbanístico sino que quien lo impugne tiene la carga de probar su improcedencia económica en el sentido que el mismo y la figura de planeamiento urbanístico a que obedece fuesen absolutamente inviables o ruinosos o de contenido imposible desde el punto de vista económico financiero, bien en sus aspectos más generales bien en los de carácter más específico y sin olvidar el grado de pormenorización que debe darse por conocido cuando de planeamiento general se pasa a planeamiento especial o parcial y sin perjuicio de las más precisas y pormenorizadas valoraciones que procede actuar en sede de gestión urbanística”.

Entrando en la cuestión de fondo del recurso de casación, esto es, la impugnación de un instrumento de planeamiento general que había de ser desarrollado por un plan parcial, siendo éste último el que debía realizar el análisis detallado de los costes y beneficios de la actuación, el fundamento sexto de la STS resume la doctrina jurisprudencial sobre la exigencia de Estudio Económico Financiero en cuatro puntos:

a) la jurisprudencia no ha devaluado o reducido dicha exigencia del EEF, sino que ha ratificado, como regla general, la necesidad y exigencia de su concurrencia como elemento esencial de los diversos instrumentos de planeamiento.

b) ninguno de los instrumentos de planeamientos está exceptuado del EEF.

c) en cuanto al contenido del necesario EEF, éste debe conocer "la viabilidad económica de la actuación concernida" y requiere “no ya una cuenta analítica exhaustiva, sino que es suficiente con que indique las fuentes de financiación que quedarán afectas a la ejecución del Plan, de acuerdo con la previsión lógica y ponderada que garantice la real posibilidad de su realización, en función de la importancia de las determinaciones del planeamiento". Incluso sentencias recientes concluyen que debe figurar entre la documentación de un plan la necesaria previsión del capital exigido por las actuaciones en él previstas y la de sus fuentes de financiación, y que su ausencia “vicia el Plan, al convertirlo en mera apariencia, fuente de inseguridad jurídica y de desprestigio normativo".

d) cualquier litigio debe resolverse atendiendo de forma casuística a las concretas circunstancias que en él concurren.

Hechas estas puntualizaciones, la STS distingue entre un EEF insuficiente o poco justificado, o que el planeamiento es inviable económicamente. Entiende que son dos cosas distintas ya que “con carácter general, la consecuencia de la falta de justificación económica del Plan conlleva que su viabilidad económica carezca del necesario soporte para hacer viable su ejecución”, y reitera las afirmaciones de la sentencia de instancia en orden a la carga de la prueba de la improcedencia económica del documento.

Con estas argumentaciones desestima el recurso de casación.

- Sentencia 1031/2018, de 18 de junio, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que estimó un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana, que desestimó un recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de aprobación definitiva de un plan parcial. (LA LEY 77707/2018)

Esta sentencia analiza el supuesto de recalificación de terrenos de uso forestal afectados por un incendio.

El recurso contencioso-administrativo, que fue desestimado en primera instancia, se interpuso contra el acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de aprobación definitiva de la homologación y plan parcial de un sector en un municipio de la Comunidad Valenciana. 

El recurso de casación se funda en el incumplimiento del art. 50 de la Ley de Montes, en cuanto a su aplicación en materia de urbanismo. Este artículo exige a las CC.AA. garantizar las condiciones para la restauración de los terrenos forestales incendiados y prohibe el cambio de uso forestal durante, al menos, 30 años, también prohibe toda actividad incompatible con la regeneración de la cubierta vegetal, por el plazo que fije la legislación autonómica, si bien de manera singular, faculta a las CC. AA. para acordar excepciones a estas prohibiciones siempre que, antes del incendio, el cambio de uso estuviere previsto en un instrumento de planeamiento aprobado previamente o pendiente de aprobación, si ya hubiera sido objeto de evaluación ambiental favorable o, no siendo necesaria, hubiere sido sometido al trámite de información pública.

Después de delimitada la cuestión, el TS manifiesta que no cabe verificar la concurrencia de ese doble presupuesto exigido por el art. 50.1 de la Ley de Montes. El fundamento sexto de la sentencia dice “(…) Desde luego, si la causa del incendio (posterior) está en la mano del hombre, será tanto más difícil apelar al artículo 50.1 de la Ley de Montes para pertrecharse en la excepción contemplada en él, partiendo siempre de la existencia, con anterioridad, de una declaración ambiental favorable.

Actúa correctamente al órgano emisor del informe en el caso, pues, cuando da cuenta de la existencia de dicha declaración, así como de la atribución a un caso fortuito de la causa del incendio. Pero, con ser ello importante, no resulta suficiente.

Al menos, en supuestos como el que nos ocupa. En que además se ha producido una circunstancia singular, de la que ya se ha dado cumplida cuenta (porque se refiere a ella la sentencia impugnada) que no puede dejar de tenerse presente, como es la de que, al tiempo de tramitarse el plan parcial cuestionado en el supuesto de autos en la instancia, vino a tramitarse el plan general con una previsión coincidente sobre la actuación urbanística proyectada, y en tal caso se formularon reparos por el documento de referencia en el correspondiente trámite ambiental (26 de noviembre de 2010), concluyéndose así que "deberá revisarse la delimitación y ordenación de los suelos urbanizables planteados, siguiendo los criterios contenidos en el mismo" (el citado documento de referencia), por lo que vino así a elevarse consulta a la comisión de evaluación ambiental "acerca de si, una vez verificado el cumplimiento de los condicionantes para la aprobación y desarrollo del proyecto establecidos en la Declaración de Impacto Ambiental, desde el punto de vista ambiental resulta procedente la aprobación definitiva del proyecto", para dirimir por tanto unas desavenencias de cuyo resultado sin embargo no ha quedado adecuada y suficiente constancia.

De este modo, …, no basta constatar que la actuación urbanística estuviese prevista con anterioridad y que hubiese recaído sobre ella una declaración de impacto favorable para aplicar sin más la excepción prevista en el artículo 50.1 de la Ley de Montes . En garantía del principio de integridad forestal que esta normativa mira a preservar, hace falta ofrecer alguna razón por la que la supresión del uso forestal es ambientalmente admisible o, si se prefiere, hace falta justificar la no necesidad de proceder a la restauración ambiental de los terrenos incendiados”.

La STS reconoce que del tenor literal del art. 50.1 LM no resulta una interpretación que permita entender que todos los terrenos forestales incendiados con posterioridad puedan acogerse sin más a la excepción y que, consecuentemente, hayan de quedar directamente excluidos de la norma general asimismo prevista en este artículo. Es necesaria una motivación suficiente y singular, que no concurría en este supuesto.

Por esta razón, estima el recurso de casación y anula la sentencia del TSJ.

- Sentencia 1085/2018, de 26 de junio, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que declaró no haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Extremadura, que estimó un recurso de apelación y revocó la sentencia del JCA de Cáceres, por la que, a su vez, se estimó el recurso contencioso-administrativo contra un acuerdo municipal que ordenó la ejecución subsidiaria de unos avales de una Junta de Compensación. (LA LEY 77697/2018)

Quien interpone el recurso de casación es la entidad bancaria que se negó a la ejecución de los avales alegando que la Junta de Compensación no tenía personalidad jurídica porque no se había procedido a la inscripción en el Registro de Entidades Urbanísticas.

El TS desestima el recurso de casación interpuesto de acuerdo con la interpretación de las normas establecidas en el fundamento cuarto. Este fundamento aclara que las entidades urbanísticas colaboradoras requieren para su constitución y para adquirir la condición de persona jurídica, su inscripción en el Registro de Entidades Colaboradoras (art. 26 RGU).

Añade que, si las JC son entidades urbanísticas colaboradoras por expresa determinación del artículo 24.2 RGU, y requieren para adquirir personalidad jurídica, su inscripción en el Registro de Entidades Colaboradoras, en principio debe entenderse que las que no estén inscritas carecen de personalidad jurídica y no tienen capacidad para contratar en general y, en particular, para suscribir un contrato de aval.

Pese a esta primera afirmación, el TS continúa diciendo que el que las JC requieran para adquirir personalidad jurídica la inscripción en el Registro, no significa que por la no inscripción pueda negarse eficacia jurídica a un contrato de aval como el del presente supuesto. Aplicando la legislación de sociedades de responsabilidad limitada y la de asociaciones dice “(…), aunque las entidades urbanísticas colaboradoras tienen carácter administrativo y dependen en este orden de la administración urbanística actuante, aunque no son sociedades civiles, ni mercantiles, ni tampoco asociaciones, y aunque, a diferencia de éstas, no existe en su regulación norma alguna que prevea la responsabilidad de los miembros de una entidad urbanística colaboradora no inscrita por lo actuado en nombre de ella, mal puede sostenerse por quien concede un aval que carece de toda eficacia jurídica por expedirse a favor de una Junta de Compensación no debidamente inscrita en el registro correspondiente.

La mínima diligencia exigible al avalista era comprobar que la avalada tenía capacidad para otorgar un contrato en garantía de un tercero y fácil tenía sin duda la comprobación en cuanto bastaba solicitar del Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras la certificación de la correspondiente inscripción.

Lo cierto es que, por falta de diligencia, o por ignorancia, o por simple confianza e interés, el avalista no tuvo inconveniente alguno en firmar un contrato de aval dirigido a garantizar a tercero o terceros ajenos al contrato que ahora, en el momento de ejecutar el aval, no puede ignorar, salvo la vulneración de la prohibición de venire contra factum proprium .

Cuando de manera expresa, sin ambigüedades, se define de modo inalterable una situación jurídica inequívoca, mal puede sostenerse que no nos encontramos ante lo que se denomina actos propios vinculantes que causan estado y que, en virtud del principio expresado, derivado en definitiva del de la buena fe, se deben respetar”, recordando que la jurisprudencia civilística considera que los actos propios son expresión inequívoca de consentimiento que, actuando sobre un derecho o simplemente sobre un acto jurídico, concretan lo que ha querido su autor, creando estado frente a tercero. 

Por estas razones, el TS justifica la respuesta a la cuestión planteada como de interés casacional y concluye que sí puede ordenarse una ejecución subsidiaria de obligaciones como el abono del justiprecio, con cargo a unos avales constituidos en garantía de la actuación urbanística colaboradora que no está inscrita en el correspondiente Registro público.

- Sentencia 1428/2018, de 27 de septiembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestimó un recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Madrid, que estimó el recurso contencioso-administrativo y anuló el Plan General de Pedrezuela. (LA LEY 137847/2018)

El TSJ estimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la Asociación Ecologistas en Acción Madrid contra el acuerdo autonómico de aprobación definitiva del Plan General y anuló éste. El TSJ de Madrid acogió todos los motivos de impugnación y reconoció que en el instrumento de planeamiento concurrió arbitrariedad e insostenibilidad de la ordenación propuesta, vulneración del principio de distribución de beneficios y cargas, por tratarse de una ordenación inviable económicamente para los propietarios del suelo urbanizable ya que los cosas de cesión de suelo para viales, cesión de aprovechamiento al Ayuntamiento y asunción de costes de urbanización son superiores al valor de venta inmobiliario. Igualmente, no fue aprobado Avance, pese a haberse tramitado y se omitieron informes sectoriales preceptivos relativos a infraestructuras de transporte rodado, carretera y ferrocarril. Tampoco se acreditó la disponibilidad de recursos hídricos para satisfacer las necesidades del nuevo modelo territorial ni la viabilidad y sostenibilidad económica del nuevo modelo territorial.

En el examen del recurso de casación interpuesto por la Comunidad Autónoma el TS concluye:

1. En cuanto a la aplicación el principio de sostenibilidad del desarrollo territorial urbano, se trata de desplazar “la tradicional concepción desarrollista impulsora de un crecimiento urbano ilimitado por otra que lo controle, insistiendo en la regeneración de la ciudad existente, frente a las nuevas transformaciones de suelo, si bien partiendo de la premisa de que desde la legislación estatal no se puede imponer un determinado modelo urbanístico” y esto se consigue mediante la definición de unos criterios básicos de utilización del suelo que cifra la propia legislación de 2008; que son:

a) Frente a la presunción favorable al suelo urbanizable prevista en la Ley de 1998, ahora se trata de controlar los nuevos desarrollos urbanos, que deber estar justificados. 

b) Debe destinarse suelo adecuado y suficiente para usos productivos y usos residencial, con reserva mínima de vivienda protegida.

c) Los usos deben ordenarse respetando los principios de accesibilidad universal, igualdad entre hombres y mujeres, movilidad, eficiencia energética, garantía de suministro de agua, prevención de riesgos naturales y protección contra la contaminación.

En este caso, el TS reconoce que  no existe suficiente justificación de los nuevos desarrollos urbanos que se proponen, se rompe el modelo de ciudad compacta, y que la previsión de suelo urbanizable no se realiza respetando criterios de colindancia con el suelo urbano, para regenerar la ciudad existente sino ampliar esa clase de suelo  mediante un verdadero desarrollo lineal.

2. Respecto al principio de distribución de beneficios y cargas, el TS reconoce que los números no se sostienen porque se desconoce el alcance real del desarrollo industrial.

3. sobre la inadecuada consideración de alternativas de desarrollo urbanístico en la Evaluación Ambiental Estratégica, el TS confirma al TSJ cuando indica que la sentencia de instancia indica que las alternativas son prácticamente iguales, por lo que no se cumple la normativa europea al respecto.

4. Sobre la omisión de informe sectoriales preceptivos (transporte rodado, carreteras y ferrocarril) reconoce que su ausencia es un vicio esencial determinante de nulidad.

5. En relación con el informe de la Confederación Hidrográfica, previsto en el art. 25.4 TRLA, este artículo exige, como regla general, previo informe “sobre los actos y planes que las CC. AA. hayan de aprobar en el ejercicio de sus competencias, entre otras, en materia de ... ordenación del territorio y urbanismo..., siempre que tales actos y planes afecten al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales ..."; regla  que debe modularse cuando este mismo artículo, en su párrafo 2, impone la obligación expresa de tal informe previo, en relación a "la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas".

El TS efectúa una interpretación sistemática del precepto y concluye que el informe no será exigible ni cuando el acto o plan no contempla nuevas demandas de recursos hídricos, ni cuando, en el ámbito local, el mismo acto u ordenanza sea un acto de aplicación de un previo instrumento de planeamiento que haya sido objeto de informe previo al respecto por parte de la Confederación Hidrográfica. Circunstancias éstas que no concurren en este supuesto

6. Respecto a la falta de viabilidad y sostenibilidad económica del Plan, el TS se remite a su propia jurisprudencia que considera que el Informe de sostenibilidad económica, previsto en el art. 15 de la Ley 8/2007, es documento complementario pero no sustitutivo del Estudio Económico Financiero, previsto en la legislación autonómica. “Aquél responde a un mandato con la finalidad de lograr un equilibrio entre las necesidades de implantación de infraestructuras y servicios y la suficiencia de recursos públicos y privados para su efectiva implantación y puesta en uso, funcionamiento y conservación. Se trata, en definitiva, de asegurar en la medida de lo posible y mediante una planificación adecuada, la suficiencia de recursos para hacer frente a los costes que la actuación ha de conllevar en orden a proporcionar un adecuado nivel de prestación de servicios a los ciudadanos”. Y en este caso, la memoria justificativa del Plan no incorpora un verdadero estudio, no ya de viabilidad en la ejecución, sino de sostenibilidad en el futuro y mientras dure la obligación de su mantenimiento y conservación de las infraestructuras y actuaciones en general. Se limita a realizar un balance fiscal.

Para finalizar, el TS declara como doctrina jurisprudencial que, atendidas las circunstancias del caso podía apreciar la Sala de instancia como causa de nulidad del plan el principio de sostenibilidad del desarrollo territorial urbano, el principio de distribución de beneficios y cargas, la inadecuada consideración de alternativas de desarrollo urbanístico en el Evaluación Ambiental Estratégica; la omisión de informes relativos a infraestructuras de transporte rodado, carretera y ferrocarril y de la Confederación Hidrográfica sobre la existencia de recursos hídricos; y la falta de acreditación de la viabilidad y sostenibilidad económica del modelo territorial. Y, en consecuencia, confirma la nulidad del instrumento de planeamiento.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

En este apartado he incluido una sentencia sobre resolución de convenios urbanísticos, otra sobre los plazos que rigen para entender prescritas las obligaciones urbanísticas y, en su caso, ejecutar los avales en garantía de esa urbanización.

H) REGIÓN DE MURCIA

- Sentencia 222/2018, de 8 de junio, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia, que desestima el recurso de apelación contra otra sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Cartagena que resolvía sobre la desestimación presunta por el Ayuntamiento de Torre Pacheco de una declaración de nulidad y resolución de un convenio urbanístico. (LA LEY 127056/2018)

Inicialmente se impugnó la desestimación presunta por parte del Excmo. Ayuntamiento de Torre Pacheco de su solicitud de declaración de nulidad y resolución del Convenio Urbanístico suscrito en 2005 por el Ayuntamiento y una entidad mercantil, que pretendía la modificación de las NN.SS. de Planeamiento.

Este convenio pretendía reclasificar a Suelo Urbanizable Sectorizado, unos terrenos delimitados en el convenio que estaban clasificados en las NN.SS. como Suelo No Urbanizable. En contraprestación, ambas partes acuerdan que la promotora del convenio compense al Ayuntamiento en un 10% del aprovechamiento del sector ascendente a 14.309.905 €, mediante un primer pago de 1.000.000 de € realizado con anterioridad a la firma del convenio y otros cinco pagos más a realizar en los 15 días siguientes a la aprobación definitiva del Plan Parcial, en el mes siguiente a la inscripción del Proyecto de Innecesariedad de Reparcelación, y los otros tres pagos en los 12 , 18 y 24 meses siguientes a la inscripción del Proyecto de Innecesariedad de Reparcelación

El TSJ de Murcia recuerda que, en aplicación de la legislación autonómica, la elaboración del planeamiento general está reservada al Ayuntamiento , a quien también corresponde la aprobación inicial y provisional, mientras que la aprobación definitiva corresponde a la C. A. Por lo tanto, la presentación ante el Ayuntamiento por la promotora de un proyecto de modificación de NN. SS. debe entenderse como “mero ejercicio del derecho de petición”.

El Ayuntamiento no se comprometió a que el Proyecto de Modificación de sus NN.SS. llegará a buen término sino que lo asumido fue la diligente tramitación de la modificación. Por esta razón no cabe incumplimiento alguno del convenio si ante las deficiencias advertidas por la C. A. el Ayuntamiento hubiera procedido a su corrección. No obstante, el TSJ reconoce que lo que en modo alguno resultaba legítimo era limitarse a comunicarle a la promotora las deficiencias puestas de manifiesto por la Consejería de Ordenación del Territorio que impedían su aprobación definitiva, “ya que dichas comunicaciones deben considerarse realizadas en cumplimiento de la obligación que tiene la Administración de notificar a los interesados cualquier informe dictado en un procedimiento en el que tienen la condición de tales, pero no cabe considerar legítima la actuación municipal de descargar sobre las espaldas de la citada mercantil la obligación de adaptar la Modificación de sus NN.SS. a tales exigencias autonómicas, pues como hemos expuesto le correspondía al Ayuntamiento la competencia para la tramitación de estas”. Por esta razón, considera incumplido el Convenio por parte del Ayuntamiento, ya que, transcurridos más de 12 años desde la firma del convenio el Ayuntamiento debe entenderse incumplido el Convenio por parte municipal ya que el Ayuntamiento no ha encontrado una solución que conlleve la aprobación definitiva del instrumento, ni ha acudido (y aprobado después) a otro instrumento general de planeamiento alternativo (PGOU) para conseguir subsanar los defectos manifestados.

Por lo tanto, se confirma la resolución de convenio urbanístico, por incumplimiento del Ayuntamiento.. La falta de actividad municipal y la demora injustificada del Ayuntamiento, han frustrado el fin que determinó la suscripción del convenio.

J) ARAGÓN

- Sentencia 297/2018, de 6 de junio, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Aragón que estimó el recurso de apelación contra la sentencia del JCA nº 1 de Huesca, que inadmitió recurso contencioso-administrativo en un supuesto de devolución de avales por obras de urbanización. (Roj: STRJ AR 772/2018)

El recurso de apelación se interpone contra una sentencia del JCA de Huesca que inadmitió el recurso contencioso-administrativo por existencia de cosa juzgada.

El TSJ de Aragón entiende que no cabe la aplicación de la excepción de cosa juzgada, porque, como dice el art. 222 LEC, la cosa juzgada de las sentencias firmes, sean estimatorias o desestimatorias, excluye un posterior proceso, siempre que exista identidad del objeto del proceso en que aquélla se produjo, por lo que no procede en caso de sentencias que inadmiten un recurso. Además, en cuanto al fondo del asunto, nos encontramos ante la petición de devolución de un aval formalizado en su día y cuya devolución o no dependerá de circunstancias y de hechos que puedan producirse con posterioridad. 

Por esta razón estima el recurso de apelación y entra a conocer del fondo del asunto, llegando al convencimiento de la desestimación del recurso contencioso-administrativo, en base a dos argumentos, que no ha prescrito el derecho a requerir la realización de obras y ejecutar los avales y que las obras de urbanización no han finalizado.

Sobre el primer asunto, el TSJ entiende que los avales presentados en garantía de las obras de urbanización no son ingresos públicos, por lo que no resulta aplicable el plazo de 5 años de prescripción previsto en la LGP. El aval presentado en garantía de las obras de urbanización responde hasta la cuantía determinada frente a la Administración por el cumplimiento de la obligación asumida. Esto no significa que con el importe del aval la empresa urbanizadora quede liberada de sus obligaciones respecto a la ejecución de la urbanización. Esa obligación permite al Ayuntamiento, en caso de incumplimiento, ejecutar subsidiariamente la totalidad de la urbanización, no la parte que cubra lo avalado. 

Estas garantías son obligaciones de derecho público a las que se aplica el plazo general previsto en el art. 1964 del Código Civil de 15 años. 

En el caso concreto no ha transcurrido el plazo y no puede tenerse por prescrita la acción municipal para ejecutar los avales. Además, en la prueba practicada no ha sido acreditado que hayan finalizado la totalidad de las obras de urbanización, situación que daría derecho a la devolución de los avales. Por estas razones desestima el recurso contencioso-administrativo.

P) MADRID

- Sentencia 593/2018, de 17 de julio, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Madrid que estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la Asociación Señales de Humo contra el acuerdo de aprobación definitiva de la modificación puntual del PGOU de Madrid relativa al Parque Olímpico-Sector Oeste y Estadio de la Peineta. Errónea clasificación del suelo. Invalidez del estudio acústico para los uso previstos y omisión del preceptivo informes sobre impacto de género. (LA LEY 87727/2018)

La asociación recurrente impugna el acuerdo de modificación puntual del PGOUM alegando:

a) Nulidad del planeamiento por desviación de poder, ya que la modificación no está motivada en razones de interés público.

b) Nulidad del planeamiento por desafectación de sistemas generales en interés privado. 

c) Nulidad del planeamiento por errónea clasificación del suelo urbano consolidado, porque la urbanización está parcialmente ejecutada.

d) Nulidad por vulneración del art. 36.6 c) de la LSCM por cuanto a los estándares de plazas de aparcamiento, en función del uso y de la edificabilidad.

e) Nulidad por vulneración del art. 67.2 de la LSCM, al considerar un fraude de ley la sustitución económica de determinadas dotaciones.

f) Falta de justificación del cumplimiento de las determinaciones establecidas la Ley del Ruido 37/2003.

g) Nulidad de pleno derecho del planeamiento aprobado por omisión en el procedimiento de aprobación de un informe sobre impacto de género.

A la demanda se oponen tanto la Comunidad de Madrid como el Club Atlético.

El TSJM precisa el alcance de la modificación del planeamiento. Indica que el Plan General vigente de Madrid atribuía a estas Áreas de Ordenación Especial 00.08 y de Planeamiento Específico 20.14 la condición de sistema general de la ciudad, con un uso característico “dotacional de servicios colectivos”, con destino predominante de uso deportivo, siendo necesario el desarrollo de planes especiales para concretar la ordenación pormenorizada y las características d su ejecución.

En cuanto a la oportunidad de la modificación, transcribe el TSJM que “viene motivada, desde la perspectiva del interés general, por la intención de adecuar esta gran reserva de suelo de carácter deportivo a las capacidades de actuación del municipio y a las necesidades sociales, así como habilitar la reubicación del estadio de uno de los clubs de fútbol más importantes de la ciudad, como consecuencia de los objetivos urbanísticos contemplados en la operación urbanística que da lugar al APR 02.21 "Mahou-Vicente Calderón", aprobada definitivamente en diciembre de 2009 y cuyo planeamiento de desarrollo ha sido aprobado inicialmente en julio de 2014.

Una vez realizados tres intentos para ser designada sede olímpica, sin descartar ese fin en un futuro temporalmente sin acotar, y bajo un modelo de implantación indeterminable hoy, se impulsa la conveniencia de establecer una concepción más flexible de esta reserva de suelo para atender una gama más amplia de usos dotacionales”.

Así, la modificación plantea que en el nuevo sistema general los usos dotacionales públicos no se restrinjan a los usos deportivos, permitiendo la implantación de otros usos dotacionales de servicios colectivos pertenecientes a la categoría de equipamientos: educativo, cultural, salud, bienestar social o religioso, a los que por su condición de sistema general se atribuye el nivel de implantación territorial singular. 

El Ayuntamiento reconsidera la conveniencia de mantener la titularidad municipal y gestión de una instalación tan especializada.

En lo que respecto a la ordenación pormenorizada propuesta, flexibiliza los usos en el AOE, coordina los dos ámbitos de ordenación y reduce los costes de urbanización y la funcionalidad del conjunto.

A partir del fundamento jurídico sexto, el TSJM comienza a analizar cada uno de los motivos de impugnación planteados, básicamente remitiéndose a otras sentencias del mismo TSJ y del TS.

Entiende que se produce vulneración de los artículos 3.1, apartados a), b) y c), 4 y 5 de la LSCM, en relación con los artículos 3 y 4 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, y 9.3 y 47 de la Constitución y concluye que no existe en la modificación ninguna voluntad de destino de los suelos conforme al comprometido en la redacción original de la ficha del ámbito que se pretende modificar “pues la nueva pormenorización no está específicamente determinada en su alcance, necesidad y ejecución. Basta retomar el documento de organización y gestión de la ejecución para darse cuenta que las previsiones reales de equipamiento no existen”. 

Añade que “existe una vinculación directa del Área de Ordenación Especial 00.08 "Parque Olímpico-Sector Oeste" con el Área de Planeamiento Específico 20.14 "Estadio de la Peineta", vinculación que se configura, incluso, como una subordinación de parte del suelo de aquél al servicio específico del dotacional privado que carece del suelo necesario para ser viable. Tal afirmación se deduce indefectiblemente tanto de la Memoria como de las fichas del AOE 00.08”, al tiempo que, en otra parte de la sentencia, aunque no reconoce a la memoria de los instrumentos de planeamiento un valor normativo, la considera el documento en el que se exteriorizan las razones que justifican el modelo territorial elegido. Y añade que “no existe en la Memoria, más allá de la vinculación al convenio patrimonial, ninguna otra razón que avale la Modificación”.

Respecto al especial interés de las partes por vincularse al alcance del Convenio Patrimonial suscrito en el año 2008, el TSJM considera que ese convenio no puede ser objeto de esta litis porque se suscribió estando pendiente la candidatura de la ciudad de Madrid de la posible organización de los juegos de la XXXIª Olimpiada de 2016 sobre la base de una infrautilización y estado de deterioro con importantes gastos de mantenimiento limpieza y seguridad y la obligación, caso de ser designada, de construir un nuevo Estadio. 

Estas son las razones por las que considera que “con la modificación objeto de impugnación se quiebra la base del ejercicio de dicha potestad pues no queda constancia del beneficio para el interés general que se presume de la facultad que se ejerce por lo que podemos concluir que se actuó con arbitrariedad al aprobarse la misma”.

Por esta misma falta de motivación y déficit de análisis estima el segundo motivo de impugnación al entender que se desafectan sistemas generales en interés privado.

Igualmente, el TSJ considera nulo el plan por incorrecta clasificación del suelo. En este sentido dice “(…) siendo cierto que están cubiertas las redes antes reseñadas en el alcance recogido, no se puede pretender clasificar el suelo como urbano consolidado por el simple hecho de que el estadio estuviera en fase de consumación en las fechas de aprobación inicial de la Modificación, tampoco existen otros elementos de juicio para llegar a dicha conclusión, ya que ese nuevo ámbito está vinculado necesaria y funcionalmente al otro en el que solo consta la construcción del Centro Acuático, desconociéndose el alcance de la 2ª fase de urbanización en relación con los dos ámbitos. Esta consideración resulta fundamental pues siendo cierto que las Sentencias del Tribunal Supremo de 20 de julio de 2017 (cas. 1345/2016) y de 17 de octubre de 2017 (cas. 3447/2015) vienen a analizar las actuaciones de transformación urbanística y su alcance en relación con la actuaciones de dotación en función del proceso de ejecución que sobre el suelo se vaya a realizar, si limitáramos nuestras consideraciones al suelo ocupado por el Estadio no cabría duda de que la dotación reuniría casi todos los condicionantes para la calificación otorgada pero sucede que la Dotación, por sí sola, no resulta viable en todos sus aspectos si no se enmarca en la vinculación de los dos ámbitos, tal y como ya hemos reflejado anteriormente, que se deriva se la aplicación de sus fichas y que determina que el déficit de urbanización de uno lastre las condiciones del otro pues en otro caso la actividad del estadio no podría llevarse a cabo, ello sin perjuicio de las consideraciones que más adelante realizaremos en relación con la alegada existencia de una actuación de dotación. En suma, la correcta clasificación del suelo sería la de urbano no consolidado”.

Igualmente, el TSJ entiende vulnerado el art. 67.2 de la LSCM, no tanto por considerar un fraude de ley la sustitución económica de determinadas dotaciones sino por el hecho mismo de que, aunque se trata de una actuación de dotación (cuyo objeto es ampliar las dotaciones), en realidad “lo que sucede es que desaparece la dotación pública lo que delimita la actuación a una desafectación de una dotación pública y, con ello, se impide la aplicación de la Disposición Transitoria segunda de dicha Ley estatal tal y como se insta por las codemandadas”.

En cuanto a la falta de justificación del cumplimiento de las determinaciones establecidas la Ley del Ruido 37/2003, el TSJM concluye que “el estudio acústico en cuestión no puede ser tenido como válido dado que, como señala en su punto 6.1.2, no tiene datos sobre posibles construcciones que se podrían ejecutar en el desarrollo urbanístico y las fuentes de ruido, punto 6.1.3, se limitan a las carreteras, ferrocarril e industria (instalaciones de Metro) por lo que no tiene en cuenta, si quiera, la influencia de la actividad deportiva o extradeportiva a desarrollar en el Estadio, que sí es analizada minuciosamente en el informe pericial de parte cuyo análisis obviamos al no existir estudio de comparación, salvo su inclusión dentro del área tipo c del Anexo I de la Ordenanza arriba citada según la cual constituiría un área especialmente ruidosa. Esa insuficiencia determina su falta de validez a los efectos de obtener un correcto informe medioambiental, por lo que, en suma, el motivo se estima igualmente”.

Por último, el TSJM, respecto a la omisión en el procedimiento de aprobación del planeamiento de un informe sobre impacto de género, después de hacer referencia a sentencias que ya fueron comentadas en este foro, concluye “como hemos reiterado hasta la saciedad, la falta de previsión de los usos que realmente se quieren implantar delimita la imposibilidad de obtener un informe de impacto de género adecuado, más allá del mero incumplimiento de la obligación y de su necesaria, al menos, evacuación a la vista de las únicas dotaciones estipuladas y su alcance en relación con el contenido de dichos informes, tal y como se ha ido reseñando.”

Por todas estas razones, estima el recurso contencioso-administrativo y declara la nulidad del instrumento de planeamiento modificado, si bien es cierto que la sentencia no es firme y es susceptible de casación ante el Tribunal Supremo.

4.- JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

En este apartado destacan dos sentencias referentes, por un lado, a actuaciones del Ayuntamiento de Zaragoza sobre la aplicación de la facultad de revocación de licencias prevista en la Ley de espectáculos públicos y actividades recreativas de Aragón y, por otro, a la incorrecta aplicación de la ampliación de los plazos para resolver los procedimientos sancionadores. 

- Sentencia 142/2018, de 28 de junio, del Juzgado de lo Contencioso nº 1 de los de Zaragoza, que estima un recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo municipal de revocación de una licencia para el ejercicio de la actividad de bar.

El acuerdo recurrido es el de revocación de una licencia para ejercer la actividad de bar por reiterado incumplimiento de las condiciones de la licencia. La licencia concedida lo era para el ejercicio de la actividad de bar, Grupo I de la O. M. de Distancias Mínimas, con equipo de música, y con horario de apertura y cierre de 6:00 horas de la mañana hasta 1:30 horas de la madrugada.

Constaban 19 denuncias por diversas causas por carecer de cartel exterior especificando aforo, nombre, niveles de posición sonora, categoría, horario y licencia de apertura, así como otras denuncias por exceso en los horarios de apertura de establecimiento y celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas.

El Juzgado de lo Contencioso Administrativo reconoce que para resolver el asunto es necesario tener en cuenta lo dispuesto en el art. 19.2 de la Ley 11/2005 de espectáculos públicos de Aragón. Este artículo después de establecer el criterio general de que “la licencia de funcionamiento sólo será efectiva en las condiciones y para las actividades que expresamente se determinen en la misma”, manifiesta que “el incumplimiento de los requisitos o condiciones en virtud de los cuales se concedió la licencia, en especial, en lo relativo a inspecciones o comprobaciones periódicas o a la falta de adaptación a las medidas y condiciones introducidas por normas posteriores que prevean dicha adaptación, en los plazos que en las mismas se establezcan, una vez requeridos los titulares, determinará la inmediata revocación de la licencia, previa tramitación de procedimiento con audiencia del interesado”.

El Juzgado entiende que este artículo debe interpretarse sistemáticamente con el art. 6 de dicha ley, que regula las “condiciones técnicas” que obligatoriamente debe reunir los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos; condiciones técnicas “de seguridad, salubridad e higiene para evitar molestias al público asistente y a terceros y, en especial, cumplir con aquellas que establecen la legislación de las actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas y la legislación del ruido”. El art. 6.2 incluye necesariamente la seguridad para el público asistente, trabajadores, ejecutantes y bienes, la solidez de las estructuras y de funcionamiento de las instalaciones, la garantía de las instalaciones eléctricas, la prevención y protección de incendios y otros riesgos inherentes a la actividad, la salubridad, higiene y acústica, la protección del medio ambiente urbano y natural, la accesibilidad y disfrute para personas discapacitadas y el plan de autoprotección y emergencias.

De tal manera, el art. 19.2 de la Ley 11/05 debe interpretarse en el sentido de que es posible la revocación de la licencia cuando los requisitos y condiciones de la instalación o emplazamiento supongan un incumplimiento de los niveles de seguridad, salubridad e higiene; considerando forzada la aplicación de este artículo cuando se trata de un ejercicio ilícito de la actividad, como es el funcionamiento fuera del horario autorizado.

En apoyo de esta tesis el JCA añade el art. 17.4 del mismo texto legal que dispone que “el incumplimiento de los requisitos y condiciones en que fueron concedidas las licencias de funcionamiento determinará la suspensión cautelar de la actividad, que devendrá en revocación definitiva de las mismas si en el plazo máximo de tres meses, y a través del procedimiento correspondiente, el interesado no justifica el restablecimiento de los condicionamientos que justificaron su concesión”. A lo que añade el principio de proporcionalidad en la sanción previsto en el art. 52.

En el presente caso, dado que no consta acreditación de continuas molestias a los vecinos generadas por la inobservancia de las prescripciones de la licencia  ni constan denuncias de los vecinos por ruidos, deficiencias de instalación, insalubridad o higiene, sino que solamente se constatan incumplimientos de horario de cierre y exceso de aforo “al no haberse acreditado el perjuicio y las continuas molestias a los vecinos, ni la grave lesión para el interés público, que justifique la adopción de la medida de revocación de la licencia concedida en su día”

En definitiva, no cualquier incumplimiento de las condiciones de una licencia es susceptible de posibilitar la revocación de la misma.

- Sentencia 164/2018, de 4 de julio, del Juzgado de lo Contencioso nº 3 de los de Zaragoza, que estima un recurso contencioso-administrativo interpuesto contra una imposición de multa por la comisión de una infracción urbanística grave, por incorrecta ampliación de los plazos del procedimiento sancionador.

El acto objeto del recurso consiste en la imposición de una multa por la comisión de una infracción urbanística grave, por pintar una fachada de un edificio situado en un entorno de protección de un BIC con un color prohibido por las normas del Plan General.

Con independencia de que el fondo del asunto se refiera a si la incoación del procedimiento sancionador se efectuó antes de que transcurrieran los plazos establecidos en la licencia de obras otorgada para el restablecimiento del orden urbanístico infringido, lo que cuestiona el Juzgado de lo Contencioso Administrativo es que en la propia resolución por la que se incoa el procedimiento sancionador se amplía el plazo de resolución de 6 a 12 meses, invocando el art. 9.1 del Decreto 28/2001, de 30 de enero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora de la C. A. de Aragón y el art. 42.6 de la Ley30/1992.

El Juez reconoce no concurre ningún requisito de los previstos en el art. 42.6 de la Ley 30/1992 y tampoco se motiva su concurrencia, sino que se modifica la regla del plazo aplicable en el procedimiento, sobre la base de unas consideraciones generales que concurren en todo tipo de procedimientos, sin que se des razones excepcionales ni situaciones especiales o concretas. Entiende que el Ayuntamiento de Zaragoza utiliza la ampliación del plazo como una “cláusula de estilo”.

En el presente supuesto, dado que entre la fecha de la incoación y la fecha de la notificación de la imposición de la sanción no habían transcurrido más de 6 meses, no se produce caducidad. No obstante, estima el recurso contencioso-administrativo por cuanto existe incoherencia en la resolución, al incoar un procedimiento sancionador e imponer una sanción sin haber dejado transcurrir los plazos previstos en la licencia para el restablecimiento del orden urbanístico infringido.

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Recursos de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC por auto de 18 de septiembre de 2018, acordó admitir a trámite el recurso de inconstitucionalidad 4703/2018, promovido por más de 50 Diputados del Grupo Parlamentario Confederal Unidos Podemos-En Comú Podem-En Marea, contra la Ley 5/2018, de 11 de junio, de modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, en relación a la ocupación ilegal de viviendas. (BOE núm. 245, de 10 de octubre).

- El Pleno del Tribunal Constitucional, por Auto de 2 de octubre actual, en el recurso de inconstitucionalidad núm. 4752-2017, promovido por el Presidente del Gobierno, acordó mantener la suspensión de los arts. 10.1, 14.8, 16, 17.1 y disposición final tercera (apartado 3) de la Ley de la Comunidad Autónoma de Cataluña 4/2016, de 23 de diciembre, de medidas de protección del derecho a la vivienda de las personas en riesgo de exclusión residencial. (BOE núm. 245, de 10 de Octubre)
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